C A S A C I Ó N 





En la ciudad de San Miguel de Tucumán, a                    741/2013 


   Veintisiete (27)    de   Setiembre                                



de dos mil trece, reunidos los señores vocales de la Excma. Corte Suprema de Justicia, de la Sala en lo Laboral y Contencioso Administrativo, integrada al efecto por los señores vocales doctores Antonio Gandur, Carlos Eugenio Giovanniello y la señora vocal doctora Ebe López Piossek, para considerar y decidir sobre el recurso de casación interpuesto por  la parte demandada en autos: “Piedrabuena Alberto César vs. Provincia de Tucumán s/ Amparo”.

Establecido el orden de votación de la siguiente manera: doctores Antonio Gandur, Carlos Eugenio Giovanniello y doctora Ebe M. López Piossek , se procedió a la misma con el siguiente resultado:

El señor vocal doctor  Antonio Gandur, dijo:

I. Viene a conocimiento y resolución de esta Corte Suprema de Justicia de Tucumán, el recurso de casación interpuesto por la parte demandada (fs. 149 a 186)  en contra de la sentencia nº 537 de fecha 02/07/2013 dictada por la Sala I de la Excma. Cámara Contencioso Administrativa (fs. 139 a 147), por la que se hace lugar a la acción de amparo promovida por Alberto Cesar Piedrabuena en contra de la Provincia de Tucumán, declarándose la nulidad del Decreto n° 1.367/1 (FE) de fecha 14/05/2013 dictado por el Poder Ejecutivo de Tucumán. Asimismo la sentencia cuestionada resuelve que la demandada deberá emitir un nuevo acto administrativo acorde a los lineamientos sentados en el decisorio en crisis, dentro del plazo de cuarenta y ocho horas de quedar firme el pronunciamiento.

Corrido el traslado previsto en el art. 751 último párrafo del Código Procesal Civil y Comercial de Tucumán (en adelante CPCCT), de aplicación supletoria a la especie conforme lo normado en el art. 31 del Código Procesal Constitucional (en adelante CPC), el mismo fue contestado por el accionante (fs. 190 a 198). 

La vía impugnativa extraordinaria local fue concedida mediante sentencia nº 644  del 21/08/2013 (fs. 204 a 207) de la antes referida Cámara. 

A su turno, el Ministerio Fiscal emitió dictamen el 13/09/2013 (fs. 226 a 230) aconsejando rechazar el recurso de casación deducido por la Provincia. 

II.- Corresponde en consecuencia analizar, primeramente, las consideraciones vertidas en la sentencia impugnada por casación. 

El fallo en controversia relata que Alberto César Piedrabuena inició acción de amparo en contra de la Provincia de Tucumán a los fines de hacer cesar la actual restricción que pesa sobre los derechos y garantías que le asisten, en su condición de magistrado de la Provincia, para acceder a los beneficios de la jubilación, consecuencia del Decreto n° 1.367/1 (FE) del 14/05/2013, dictado por el Poder Ejecutivo Provincial.  

Describe el pronunciamiento en embate que el amparista alegó haber adquirido el derecho de acceder a los beneficios jubilatorios, en tanto cumplió con la totalidad de los recaudos y exigencias que establecen los artículos 8 y siguientes de la Ley nº 24.018, conforme lo prevé y autoriza la Ley nº 7.853, y Convenio Complementario para el Régimen de Magistrados y Funcionarios de la Provincia de Tucumán del 11/05/2010, suscripto por el Gobernador, el Presidente de la Excma. Corte Suprema Local y el Director Ejecutivo de la Administración Nacional de la Seguridad Social (en adelante ANSeS).

Menciona el a quo que el acccionante alegó que la ANSeS es el organismo especializado dotado de competencia material para emitir el acto administrativo de otorgamiento del beneficio jubilatorio, lo cual acontecería cuando el ente comprobare la efectiva concurrencia de los requisitos y exigencias impuestas por el ordenamiento legal para legitimar el acceso a la jubilación.

Describe el pronunciamiento en crisis que el amparista alegó en su favor lo dispuesto en el art. 15 de la Ley Provincial nº 8.199. 

Explica el fallo en pugna que el actor adujo que no podía admitirse el razonamiento del acto impugnado consistente en sostener que, de aceptarse la renuncia por la sola voluntad del renunciante, se vería vulnerada la exigencia prevista en el artículo 29 de la Ley Nacional nº 24.018. 

Seguidamente explica el decisorio en crisis que el accionado presentó el informe requerido, a la vez que contestó demanda.   

De manera previa al análisis de la cuestión sustancial en disputa, la Cámara resuelve la inconstitucionalidad del primer párrafo del artículo 57 de la Ley nº 6.944 y, en consecuencia, declara la competencia de ese tribunal para entender en la causa, a tenor de lo normado en el artículo 15 de la Ley nº 6.944 y 32 de la Ley nº 6.238 (Orgánica del Poder Judicial). 

En lo que hace al examen de la temática en controversia, entiende la Cámara que la cuestión a dirimir atañe a la pretendida nulidad del Decreto n° 1.367/1 (FE) de fecha 14/05/2013, acto administrativo mediante el cual se rechazó la renuncia condicionada presentada por el amparista a su cargo de Vocal de la Sala II de la Cámara Penal del Centro Judicial Capital. 

Explica el pronunciamiento en crisis que las partes son contestes en admitir la condición, que reviste el amparista, de Vocal de la Sala II de la Cámara Penal, la existencia de un proceso de enjuiciamiento político seguido en su contra y la presentación de la dimisión a tal cargo por parte del magistrado Piedrabuena. Tampoco existiría divergencia en la litis en lo que refiere a que la potestad del Poder Ejecutivo de receptar la renuncia efectuada por el magistrado y pronunciarse al respecto, es una facultad que se inscribe en la esfera de potestades propias del Poder Ejecutivo Provincial, ello como reflejo de la disposición contenida en el artículo 101 inciso 5 de la Constitución Local. 

Sobre éste punto en concreto señala el a quo que, de acuerdo al principio de paralelismo de competencias, tiene potestad para aceptar la renuncia la propia autoridad que hizo el nombramiento.

Ahora bien la divergencia en autos, de acuerdo a las posiciones asumidas por las partes, radicaría –según lo expresado en el decisorio en embate- no ya en discernir acerca de la facultad del Poder Ejecutivo de aceptar o rechazar la dimisión de un magistrado; sino si en la especie el cuestionado Decreto n° 1.367/1 (FE), que rechazó la dimisión del amparista, se encuentra viciado en alguno de sus elementos esenciales. En otros términos, el foco de la controversia afinca en determinar si los antecedentes de hecho y derecho que expresa aquel acto administrativo son reales o no.

Explica el a quo que el decreto impugnado se pronuncia por el rechazo a la renuncia presentada por el actor fundándose, de forma principal, en la circunstancia de que el magistrado en cuestión se encuentra sometido al proceso de enjuiciamiento previsto en la Ley nº 8.199. El acto afirma que la renuncia del magistrado, por su sola presentación, no puede automáticamente excluirlo del proceso de remoción sin que se afecten las facultades otorgadas constitucionalmente al Ejecutivo (aceptar o no la renuncia) y al Jurado de Enjuiciamiento de concluir con el proceso para hacer efectiva la responsabilidad política de los funcionarios públicos.

De manera preliminar, entiende el tribunal inferior que en la especie estamos en presencia de una cuestión considerada justiciable. 

Superado aquel obstáculo introducido por la demandada, menciona el a quo que los jurados o tribunales de enjuiciamientos son cuerpos colegiados de naturaleza política conformados por diversos estamentos, que tienen por objeto hacer efectiva ese tipo de responsabilidad respecto de los magistrados y funcionarios que necesitan, para su designación, el acuerdo legislativo. 

Juzga el tribunal de mérito que se trata de "un órgano de eminente naturaleza política que actuando en nombre y representación de la sociedad a quien representa, tiene por objeto realizar un juicio ético o moral del comportamiento del magistrado o funcionario encartado para verificar si se ha operado la pérdida de la buena conducta que es requisito sine qua non para el ejercicio de la magistratura".  

A partir de la naturaleza que lo informa, entiende el tribunal de mérito que dicho cuerpo examina la responsabilidad del magistrado sometido a proceso desde una faz netamente política. 

Luego explica el decisorio en controversia que existe responsabilidad política cuando un determinado detentador del poder tiene que dar cuenta a otro detentador del poder sobre el cumplimiento de la función que le ha sido designada. Tal tipo de responsabilidad tiene dos rasgos distintivos: "por un lado, que se responde ante órganos políticos y por procedimientos de la misma categoría, y por el otro, que la responsabilidad no se encuentra fundamentada puramente en violaciones legales, sino en la pauta más genérica de la conducta del funcionario políticamente evaluada".

En tal contexto, señala el inferior –con cita doctrinal- que el proceso seguido ante el Jurado de Enjuiciamiento se presenta como un proceso constitucional especial tendiente a evaluar aquel tipo de responsabilidad con relación a "determinados funcionarios y magistrados para juzgar acerca de la conveniencia de su continuidad en el desempeño de un determinado puesto de gobierno, en base a cargos que se le formulan a los acusados en relación a su actuación y al mantenimiento de las condiciones de idoneidad requeridas para ejercerlos adecuadamente. Su finalidad principal es siempre la tutela de los bienes públicos, en particular, el buen funcionamiento de las instituciones de gobierno". 

Juzga el inferior que el fin que se persigue en éste tipo de procesos es impedir que un mal funcionario o magistrado, cualquiera que sea la causa que motiva la falta de idoneidad, permanezca en el cargo. En definitiva, su objeto primordial es indagar si quien se encuentra sometido al proceso es o no hábil para continuar en el ejercicio de sus funciones. 

Señala la Cámara que la jurisprudencia de la Corte Suprema de la Nación ha refrendado las directrices apuntadas al señalar que el objetivo, antes que sancionar al magistrado, es determinar si éste ha perdido los requisitos que la ley y la Constitución exigen para el desempeño de una función de tan alta responsabilidad, por ello el sentido de un proceso de esta naturaleza es muy diverso al de las causas de naturaleza judicial, por lo que sus exigencias revisten una mayor laxitud.

En definitiva, siguiendo precedente de otra jurisdicción, entiende la Cámara que la misión del Jury consiste en el juzgamiento de ciertos magistrados y funcionarios por las causales previstas en la misma Constitución o en la ley, con el fin de asegurar su efectividad, contribuyendo a la paz social y asegurando el sometimiento de la función a la ley en todo lo cual está comprometido el interés público, pues ese juzgamiento no tiene por objeto sino preservar la función jurisdiccional, resguardándola incólume de quienes por su conducta la desnaturalizan. 

Por otro lado, considera el a quo que las particularidades de los postulados contenidos en la Ley nº 8.199 tornan diferente la situación local, a lo que se genera a nivel nacional en casos análogos.

Explica el inferior que aquel cuerpo legal vernáculo genera una situación particular en los procedimientos de enjuiciamiento de magistrados, debido a que en la órbita provincial no existe una norma que pueda asimilarse al artículo 9 del Reglamento para la Justicia Nacional, que dispone que los jueces continuarán sujetos a las reglas propias de la función judicial hasta tanto la renuncia no les sea aceptada formalmente por el Poder Ejecutivo Nacional. Es precisamente en base a esta regla que la Corte Suprema Nacional, arribó a la conclusión de que en la órbita federal la renuncia es un acto complejo y bilateral, que requiere para su perfeccionamiento la aceptación del Poder Ejecutivo Nacional (cfr. CSJN, 10/02/2004, "Lona, Ricardo s/ pedido de enjuiciamiento", Fallos: 327:46).

A partir de allí, entiende la Cámara que, al no presentarse idéntico o análogo el marco legal en que se resuelven estos asuntos en la órbita nacional y en la provincial, la cita que se haga de antecedentes vinculados a procesos de remoción federales no surge pertinente y, en consecuencia, su invocación como fundamento de la decisión tornan al acto administrativo viciado en su elemento causa, ya que no resulta cierto el derecho invocado (artículo 43 inciso 2 de la Ley nº 4.537). 

Aclara el inferior que tal conclusión no solo se ve avalada en la inexistencia de una norma como la contenida en el artículo 9 del Reglamento para la Justicia Nacional, sino sobre todo a partir de la disposición del artículo 15 de la Ley nº 8.199. 

Esta dispositiva establece que: "producida la renuncia del acusado se clausurarán las actuaciones en el estado en que se encuentren. En tal caso, la Comisión de Juicio Político o el Jurado de Enjuiciamiento, según la etapa en que la renuncia hubiera ocurrido, deberán remitir las actuaciones al Poder Judicial, si estimaren que de las mismas surge la comisión de algún delito". 

Ante dicho texto legal, se pregunta el a quo: “¿cuál es el real alcance de la regla antedicha?”. Explica que para la demandada, con apoyo en precedentes doctrinarios y jurisprudenciales nacionales, siendo la renuncia de un magistrado un acto complejo resultaría necesaria su aceptación por parte del Poder Ejecutivo, para tener por clausuradas las actuaciones del proceso de enjuiciamiento en la etapa en que se encuentre. En tanto que para el amparista, por el contrario, a partir de lo que establece el artículo 15 de la Ley nº 8.199, la presentación de su renuncia genera el automático efecto de clausurar las actuaciones en cuestión.

En primer término, efectúa el A quo, un análisis semántico del término "producir", contenido en el dispositivo legal señalado, atento a los diferentes alcances que le otorgan las partes. Cita que el diccionario de la Real Academia Española, en la acepción conferida a tal término en el ámbito del derecho, refiere a "exhibir, presentar, manifestar a la vista y examen aquellas razones o motivos o las pruebas que pueden apoyar su justicia o el derecho que tiene para su pretensión". De ello, concluye el inferior que, desde lo netamente literal, aparece favorecida la interpretación que propicia el amparista en lo que refiere a la locución "producida la renuncia del acusado…".

Empero, entiende el tribunal de grado que, en lo que hace a la interpretación de las leyes debe atenderse no solo a su texto sino "al fin con el que han sido dictadas, siendo misión del intérprete indagar el verdadero sentido y alcance de la ley, mediante un examen atento y profundo de sus términos que consulte la realidad del precepto y la voluntad del legislador, como así también que, cualquiera que sea la índole de la norma, no hay método de interpretación mejor que el que tiene en cuenta la finalidad de aquélla”. 

De tal forma, juzga el a quo –con cita de la Corte Federal- que el mejor método de interpretación de la norma, cualquiera sea su índole, es el que tiene primordialmente en cuenta su finalidad.  

Partiendo de la premisa de que el proceso de enjuiciamiento persigue no ya el castigo de la persona, sino la protección de los intereses públicos contra el peligro por el abuso del poder oficial, descuido del poder o conducta incompatible con la dignidad del cargo; a criterio de la Cámara aparece lógico predicar que el propósito, de otorgar a la renuncia de un magistrado en proceso de enjuiciamiento efecto de clausura de las actuaciones seguidas en su contra, radique en el objetivo final que se persigue, cual es el de sanear la judicatura.

En tal contexto hermenéutico, y más allá de la interpretación literal que emana de la letra de la ley, entiende el tribunal inferior que se concilia de manera adecuada con la finalidad del sistema, el hecho de que ante la presentación de la renuncia se produzca la clausura de las actuaciones, pues el objetivo sanador del proceso se cumple con ello, en tanto y en cuanto el juez queda en los hechos al margen de su cargo y sin perjuicio de ocurrir a la justicia en el supuesto de que se considere que existe la comisión de un delito. 

Desde tal perspectiva, entiende el inferior que resulta ajustado a la finalidad y al contenido del proceso de remoción, otorgar a la renuncia del acusado el efecto perentorio que prevé el citado artículo 15 de la Ley nº 8.199. 

Agrega el a quo que, si se siguiera la exégesis que propone el acto administrativo cuestionado y apareciere ineludible la aceptación de la renuncia para que jugasen los efectos del artículo 15 de la Ley nº 8.199, esta norma nunca tendría la posibilidad de entrar en acción, pues siempre el Poder Ejecutivo estaría obligado a rechazar la dimisión de un magistrado ocurrida en el decurso de un proceso de enjuiciamiento, precisamente por suceder tal situación en dicho marco.

Destaca el inferior que, a diferencia de lo que acontece a nivel federal, el propio legislador local, en su prudente arbitrio, ha introducido en la normativa específica que regula el proceso de remoción la cláusula del artículo 15, y que no se presentaría lógica ni razonable la introducción en el texto legal de tal disposición si esta nunca encontrase la posibilidad de entrar en vigencia. Según la Cámara, en la inteligencia que propone la demandada, si ante la renuncia efectuada en un proceso de enjuiciamiento debiera esperarse en todos los casos su aceptación y esta fuera indefectiblemente rechazada debido a la existencia del propio proceso en el que se produce, el artículo 15 y sus consecuencias serían letra muerta.

Reitera la Cámara que si el mismo legislador, al establecer las bases del proceso de remoción en la Ley nº 8.199, previó la posibilidad de finalizar el proceso en los términos del artículo 15, fue para que éste tuviera vigencia y aplicación en los casos allí previstos. De ahí, la posición negatoria asumida por la demandada en autos, implicaría la imposibilidad para el magistrado de presentar su renuncia, pues ésta siempre sería rechazada por el Poder Ejecutivo bajo el pretexto de que se busca eludir el proceso en trámite, con lo cual la previsión del mencionado artículo nunca podría entrar en acción.

Explica el tribunal de mérito que la demandada defiende la no aceptación de la dimisión afirmando que, de lo contrario, se estaría inmiscuyendo en facultades propias del Jury de Enjuiciamiento; sin embargo entiende el a quo que si tal fuese la solución querida por la ley, entonces sería precisamente el Poder Ejecutivo quien tendría en sus manos las potestades conferidas a la Comisión de Juicio Político de la Legislatura y al Jurado por la Ley nº 8.199, pues se encontraría con la posibilidad de decidir en qué casos continuar o no con el trámite de remoción, al decidir que renuncias aceptar y cuáles rechazar.

Seguidamente describe la Cámara que el Poder Ejecutivo, de forma contraria a la actitud que toma en el presente caso, aceptó las dimisiones de magistrados sometidos a proceso de enjuiciamiento político, en los casos del ex Juez Julio César Mustafá y del ex Fiscal Gustavo Estofán, durante el trámite de las denuncias seguidas en su contra, sucedidos en el año 2004. 

Juzga el inferior que la existencia en el orden local de una norma, como el artículo 15 de la Ley nº 8.199, genera una situación especial que debió ser objeto de valoración y análisis de parte del Decreto n° 1.367/1 (FE) del 14/05/2013; mas contrariamente a ello el acto nada dijo al respecto omitiendo toda mención a dicha dispositiva y su incidencia; lo que a criterio del inferior se traduce en un vicio en su causa (artículo 43 inciso 2 de la Ley nº 4.357), susceptible de tornarlo nulo en los términos del artículo 48 de dicho digesto. 

En base a ello, la Cámara resuelve hacer lugar a la acción de amparo incoada por Alberto César Piedrabuena y declarar la nulidad del Decreto n° 1.367/1 (FE) del 14/05/2013, ordenándose a la demandada que emita un nuevo acto acorde con los lineamientos sentados en el pronunciamiento cuya casación se pretende. 

III.- En desacuerdo con el anterior pronunciamiento, la Provincia de Tucumán interpone el recurso de casación sub examen. 

Preliminarmente el recurrente narra los antecedentes de la causa y justifica la admisibilidad del remedio procesal tentado.  

Seguidamente, le imputa arbitrariedad al decisorio en controversia. Cita doctrina nacional y jurisprudencia provincial donde se ha delineado el concepto de arbitrariedad. Estima que el pronunciamiento en crisis “omite hacerse cargo de cuestiones conducentes y relevantes para la debida composición de la litis”, atribuye al decisorio en pugna un razonamiento construido a partir de una visión sesgada del ordenamiento y, asimismo, le imputa autocontradicción. Del mismo modo, el impugnante le atribuye no exhibir una derivación razonada del discurso lógico que la precede, incurrir en una incorrecta valoración de la causa, violentando los principios de la sana crítica. Además estima que el pronunciamiento en embate carece de fundamentación suficiente, sólo sustentado en afirmaciones dogmáticas y argumentación  solo aparente. 

Luego de las descriptas consideraciones genéricas en orden a justificar la arbitrariedad del decisorio en pugna, el recurrente explicita los agravios concretos en los que se sustenta el presente recurso extraordinario local.  

1.- A través de su primer agravio, indica el impugnante que el tribunal ha sustentado la declaración de nulidad del Decreto nº 1367/1 (FE) en la configuración de un “vicio en la causa”. 

Transcribe el párrafo de la sentencia donde se señala que: “resulta claro que la existencia en el orden local de una norma como el artículo 15 de la ley 8199 genera una situación especial que debió ser objeto de valoración y análisis de parte del Dcto. Nº 1367/1 (FE)….”. 

Destaca el recurrente que, entre los hechos calificados por el tribunal como no controvertidos, se destaca “la potestad del PE de receptar la renuncia efectuada por el Magistrado y pronunciarse al respecto” como “facultad que se inscribe en la esfera de potestades propias del Poder Ejecutivo provincial (…) como reflejo de la disposición contenida (en el artículo) 101 inciso 5 de la Constitución Local”. 

Considera el impugnante que el antes transcripto razonamiento sentencial, por el que se juzga que se ha configurado en la especie un supuesto de vicio en la causa del acto administrativo cuestionado por amparo, es arbitrario, por diversas razones, a saber: 

1.a.- En primer lugar, indica el recurrente que “los considerandos del Decreto nº 1367/1 (FE) permiten apreciar con claridad que la situación jurídica regulada por el art. 15 de la Ley nº 8.199 fue objeto de valoración, análisis y pronunciamientos expresos…”. A los fines de justificar tal postura transcribe el recurrente el quinto párrafo de los considerandos contenidos en el decreto cuestionado por amparo, en el cual se resaltó que: “Indica que por nota del 24 de abril de 2013 el Dr. Piedrabuena solicitó el archivo de las actuaciones por aplicación del artículo 15 de la ley Nº 8199, disponiendo el Jurado su reserva…”. 

De ello deduce el recurrente que el Poder Ejecutivo Provincial sí ha abordado expresamente la situación jurídica vinculada a la presentación de la renuncia por el magistrado acusado por el Jurado de Enjuiciamiento y sus posibles consecuencias jurídicas. 

En apoyo de esta postura, transcribe luego el recurrente las partes pertinentes del texto del decreto cuestionado por amparo, donde el Ejecutivo habría analizado –según la convicción del recurrente- el tópico relativo a los efectos que produciría la renuncia de un magistrado, pendiente que estuviera un procedimiento de enjuiciamiento político. 

De ello deduce que la consideración sentencial, por la que se proclama que: “el artículo 15 de la ley 8199 genera una situación especial que debió ser objeto de valoración y análisis por parte del Dcto. Nº 1367/1 (FE) del 14/05/2013, mas contrariamente a ello el acto nada dijo al respecto omitiendo toda mención a dicha dispositiva y su incidencia”, evidenciaría una contradicción del decisorio, con los expresos argumentos contenidos en el decreto cuestionado por amparo. 

1.b.- En segundo lugar, destaca el impugnante que, entre sus consideraciones, el tribunal igualmente reconoció que el Decreto nº 1367/1 (FE) contiene un expreso pronunciamiento por la desestimación del buscado efecto cancelatorio automático ligado a la mera presentación de la renuncia por parte del magistrado judicial. 

El recurrente cita parte de la sentencia cuestionada, donde el tribunal inferior sostiene que: “El decreto impugnado se pronuncia por el rechazo a la renuncia presentada por el amparista fundándose, de forma principal, en la circunstancia de que el Magistrado en cuestión se encuentra sometido al proceso de enjuiciamiento previsto en la Ley 8.199…”; lo que –según la tesis del recurrente- contradeciría la anterior consideración sentencial vertida en el sentido que el acto administrativo cuestionado por amparo no habría valorado la reglamentación dispuesta en el art. 15 de la Ley nº 8.199. 

1.c.- Complementando el anterior razonamiento, estima el impugnante que la prerrogativa pública ejercida mediante el decreto controvertido no vulnera “en forma actual o inminente” ni con “arbitrariedad o ilegalidad manifiesta” derechos, libertades o garantías del demandante. A partir de tal aseveración, el impugnante concluye que el tribunal no ha esgrimido argumentos racionales suficientes para sustentar la nulidad absoluta de la decisión administrativa en debate, más cuando ello se ha controvertido en el marco de un proceso de amparo. 

1.d.-Luego, y como consecuencia de las consideraciones anteriores, estima el quejoso que existe una ínsita arbitrariedad en el razonamiento del tribunal, respecto de la configuración de un “vicio en la causa” del Decreto nº 1367/1 (FE). Es que estima el impugnante que el razonamiento sentencial orientado a sostener la existencia de una “omisión” en el Decreto nº 1367/1 (FE) como “vicio de la causa” del acto administrativo constituye una lógica arbitraria. 

1.e.- Por otro lado, advierte el recurrente que: “si el principal objetivo del demandante reconocido por el tribunal es acceder a los beneficios previsionales especiales regulados por la ley 24018, denegar su pedido de renuncia con fundamento en el art. 29 de dicha ley deviene claramente proporcional a la situación jurídica invocada”. 

1.f.- También considera el recurrente que el tribunal a quo ha interpretado el art. 15 de la Ley nº 8.199 de manera parcial y asistemática. Alega que la decisión judicial no ha dado razones plausibles para justificar su razonamiento, apartándose de disposiciones legales enteramente aplicables al caso. 

En ese sentido, destaca el recurrente que la disposición contenida en el art. 15 de la Ley nº 8.199, aun interpretada como lo ha hecho el tribunal, no se vincula de manera directa, actual e inmediata con la legitimidad del Decreto nº 1367/1 (FE), sino que se relaciona con la jurisdicción del Jurado de Enjuiciamiento. 

Sostiene el recurrente que: «Aun en la hipótesis propugnada por el tribunal, aunque en virtud del art. 15 de la ley 8199 la sola presentación de la renuncia por el acusado pudiere generar la “cancelación automática” de la jurisdicción del Jurado de Enjuiciamiento, esta circunstancia, por sí, no obligaría al Poder Ejecutivo a aceptar dicha solicitud. Pues, la denodada intención de desafectarse del proceso de enjuiciamiento político no obliga al Poder Ejecutivo a aceptar la renuncia del magistrado acusado. Es decir, en el supuesto de autos, el tribunal ha prescindido de la circunstancia de que el art. 15 de la ley 8199 esta dirigido a reglamentar la jurisdicción del Jurado de Enjuiciamiento y no la competencia del Poder Ejecutivo para aceptar, o bien, rechazar la renuncia que pudiera ser presentada». 

1.g.- Por otro lado, destaca el recurrente que el tribunal no pudo prescindir, al interpretar el art. 15 de la Ley nº 8.199, de atender a la incidencia de las disposiciones normativas contenidas en la Ley Nacional nº 24.018.  

A los fines de justificar su posición, transcribe el recurrente el texto del art. 29 de la Ley nº 24.018 que reza: “Los beneficios de esta ley no alcanzan a los beneficiarios de la misma que, previo juicio político, o en su caso, previo sumario, fueren removidos por mal desempeño de sus funciones”. 

Concluye el recurrente explicando que el tribunal inferior no puede arribar a la conclusión de que la mera presentación de la renuncia genera un efecto cancelatorio automático, sin abordar lo regulado en el art. 29 de la Ley nº 24.014. 

1.h.- Seguidamente alega el recurrente que el tribunal ha soslayado la integración del art. 15 de la Ley nº 8199 con la potestad de aceptación, o bien, de rechazo de la renuncia reconocida al poder Ejecutivo, conforme el texto del art. 101 inc. 5 de la Constitución de Tucumán. 

Concluye el impugnante sosteniendo que: «si la prerrogativa de aceptación, o bien, de rechazo de la renuncia por el Poder Ejecutivo y los requisitos del art. 29 de la ley 24018 para gozar de los beneficios provisionales especiales allí previstos resultan incuestionables para el tribunal, concluir en la pretendida “particularidad” del art. 15 de la ley 8199 en el ordenamiento jurídico local sólo obedece a una lectura sesgada del mismo ordenamiento que el tribunal reconoce aplicable». 

1.i.- En sexto lugar, considera el recurrente que el sentido atribuido al término “producida” también respondería a una mirada parcial y asistemática. 

Entiende el impugnante que la interpretación dada por el tribunal a la expresión “producida la renuncia se clausurarán las actuaciones” contenida en el art. 15 de la Ley nº 8.199 desconoce la finalidad del mecanismo constitucional tendiente a controlar la responsabilidad política de los magistrados judiciales locales alcanzados por dicha disposición legal y el rasgo “bilateral” que rodea al fenómeno de la renuncia. 

Estima el recurrente que, con la hermenéutica propuesta por el a quo, se le ha otorgado a la dimisión un cariz netamente unilateral. 

Expone el impugnante que propugnar la existencia de un efecto cancelatorio automático, derivado de la mera presentación de la renuncia por el magistrado judicial sometido a enjuiciamiento político en trámite, en este caso, derivado de la sola voluntad del acusado, deviene contradictorio con el reconocimiento del principio de paralelismo de competencias, en el que se justificaría la potestad del Poder Ejecutivo Provincial de receptar, o no, la renuncia efectuada por el magistrado. 

En la lógica de la demandada: «concluir que la expresión “producida la renuncia del acusado” puede ser interpretada con prescindencia de la potestad constitucional de aceptación, o bien, de rechazo, reconocida por el tribunal al Poder Ejecutivo, supone la forzada lectura unilateral de un fenómeno institucional que no puede serlo». 

2.- El segundo agravio se centra en la supuesta arbitrariedad proveniente de la diferencia marcada por el tribunal, del sistema local respecto del ordenamiento nacional. 

Transcribe el recurrente el párrafo de la sentencia cuestionada en el que se postula que: “…genera una situación particular en los procedimientos de enjuiciamiento de Magistrados, debido a que en la órbita provincial no existe una norma que pueda asimilarse al artículo 9 del Reglamento para la Justicia Nacional, que dispone que los jueces continuarán sujetos a las reglas propias de la función judicial hasta tanto la renuncia no les sea aceptada formalmente por el Poder Ejecutivo Nacional”.

Asimismo reproduce el párrafo sentencial en el que se ha sostenido que: «Es precisamente en base a esta regla que la Corte Suprema Nacional, arribó a la conclusión de que en la órbita federal la renuncia en un acto complejo y bilateral, que requiere para su perfeccionamiento la aceptación del PEN (cfr. CSJN, 10/02/2004, "Lona, Ricardo s/ pedido de enjuiciamiento", Fallos: 327:46). Ahora bien, al no presentarse idéntico o análogo el marco legal en que se resuelven estos asuntos en la órbita nacional y en la provincial, la cita que se haga de antecedentes vinculados a procesos de remoción federales no surge pertinente y en consecuencia, su invocación como fundamento de la decisión tornan al acto administrativo viciado en su elemento causa, ya que no resulta cierto el derecho invocado (artículo 43 inciso 2° Ley 4.537)». 

A criterio del impugnante dichas consideraciones sentenciales devienen arbitrarias por tres razones. 

 2.a.- En primer lugar, juzga la accionada que en el fallo “Lona” de la Corte Federal ha sido juzgado en un marco legal equiparable al existente en el ordenamiento jurídico provincial, por lo que las conclusiones vertidas en ese antecedente jurisprudencial resultan extensibles al caso de autos. 

Transcribe el impugnante el texto del actual art. 5 de la Resolución nº 26/1999 del Jurado de Enjuiciamiento de la Nación, modificada por Resolución nº 05/2007: “En caso de producirse la renuncia del magistrado durante la sustanciación del proceso, concluirá el procedimiento y se archivarán las actuaciones, una vez que aquella haya sido aceptada por el Presidente de la Republica. La misma resolución se adoptará en el supuesto de fallecimiento del juez”. 

Luego de ello concluye el recurrente que «los puntos comunes entre el ordenamiento jurídico nacional interpretado por la Corte Suprema Nacional en “Lona” y el ordenamiento jurídico aplicable al demandante resultan notoriamente apreciables”. 

2.b.- En segundo lugar, reitera la accionada que: «resulta arbitrario que el tribunal predique que “no resulta cierto el derecho invocado” si, a la vez, reconoce que el Poder Ejecutivo provincial goza de la facultad constitucional de pronunciarse sobre la renuncia presentada por un magistrado judicial con enjuiciamiento político en trámite, así como omite toda consideración al art. 29 de la ley 24018 que el mismo órgano judicial estima aplicable al caso y fundamento principal del decreto en debate». 

2.c.- La tercera razón invocada por el recurrente es que “el rasgo bilateral de la renuncia presentada por un magistrado judicial sometido a enjuiciamiento político no deriva de la posible existencia de una disposición reglamentaria que así lo establezca, sino del propio texto constitucional”. Pues, según el criterio de la accionada, el fenómeno se torna bilateral por la circunstancia de que el Poder Ejecutivo Provincial goza de la ineludible potestad pública de aceptarla, o bien, de rechazarla. Cita opinión de Marienhoff en la que se explica que “solo una vez aceptada, la renuncia surte efectos jurídicos…”

Refiere en apoyo de tal postura lo dispuesto en el art. 252 del Código Penal. 

3.-  A través de su tercer agravio, el recurrente le imputa arbitrariedad a la interpretación “finalista” efectuada por el tribunal de mérito respecto del texto del art. 15 de la Ley nº 8.199.

Entiende el recurrente que el tribunal ha considerado que la finalidad de “saneamiento de la judicatura” debe considerarse saldada con la sola presentación de la renuncia por parte del magistrado judicial acusado. 

Al respecto, sostiene el impugnante que tal interpretación resulta errada, puesto que la finalidad de un mecanismo político-jurisdiccional de control de la responsabilidad política de los magistrados judiciales no puede considerarse satisfecha con el efecto cancelatorio de la mera presentación de su renuncia, por parte del magistrado acusado. 

En segundo lugar, juzga el impugnante que el mismo ordenamiento jurídico aplicable al caso impide al tribunal inferior concluir que la letra del art. 15 de la Ley nº 8.199 admita que la mera presentación de la renuncia por el magistrado judicial acusado obste el cumplimiento de la finalidad constitucional de remoción de magistrados judiciales. 

Cita en apoyo de tal tesis, la opinión de María A. Gelli, donde se reconoce que el Presidente de la Nación “tiene incuestionablemente la atribución para aceptar o rechazar las renuncias de magistrados”. De ello deduce que es necesaria la “aceptación” por parte del Ejecutivo, de la renuncia presentada por un magistrado sometido a enjuiciamiento político. Transcribe otras opiniones que estima favorables a su pretensión. 

Detalla también en apoyo de su postura distintas normas de otros regímenes provinciales y refiere al entonces vigente art. 16 de la Ley nº 6.374 de la Provincia de Tucumán. 

Entiende el recurrente que, partiendo de la naturaleza bilateral y compleja del fenómeno de la “renuncia”, el tribunal inferior, en la interpretación finalista del art. 15 de la Ley nº 8.199, “ha obviado todo un cúmulo de disposiciones legales que resultan igualmente aplicables al caso de autos”. 

En este sentido detalla el recurrente que, de conformidad con el Convenio de Transferencia del Sistema Provincial de Previsión Social de la Provincia de Tucumán al Estado Nacional, suscripto entre las partes el día 15/07/1996, aprobado por la Ley Provincial nº 6.772 y por el Decreto del Poder Ejecutivo de la Nación nº 1065/96 y en virtud de la Ley Nacional nº 24.241, la actividad judicial que desempeña el demandante se encuentra comprendida por las disposiciones nacionales vigentes en materia previsional. 

Explica el impugnante que este régimen ordinario se encuentra complementado por un régimen especial, establecido por la Ley Nacional nº 24.018, aplicable al demandante, según Acta Complementaria del Convenio de Transferencia de la Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia de Tucumán de fecha 01/06/2006, ratificada por la Provincia mediante Ley nº 7.853. 

A partir de tal complejo normativo, entiende el impugnante que existe un sistema ordinario de jubilación (Ley nº 24.241) y un régimen especial (Ley 24.018). 

Sobre esta base, destaca el recurrente que el decreto cuestionado por amparo no importa un valladar para acceder a los beneficios de la jubilación ordinaria, pues el demandante no tiene impedimento alguno de acceder a los beneficios de la Ley nº 24.241. 

Deduce el recurrente que el sometimiento al proceso de enjuiciamiento implica la posibilidad de que el demandante pueda ver impedido su acceso al beneficio provisional especial previsto en la Ley nº 24.018, atento lo dispuesto en el art. 29 de dicha normativa. 

Por otra parte, agrega el recurrente que: «el mantenimiento del “estado judicial” resulta claramente contrario a una posible destitución que, incluso, puede abarcar la inhabilitación para ejercer cargos públicos (Cfr. Art. 130, Constitución de Tucumán)». 

4.- Como cuarto agravio, el recurrente tilda de arbitraria la interpretación que, del art. 15 de la Ley nº 8.199, ha estructurado el tribunal a quo. 

Sostiene el recurrente que el a quo, con la hermenéutica sentencial, le ha conferido al propio magistrado acusado, la suerte de la continuidad del proceso de enjuiciamiento político iniciado en su contra. 

Cita opiniones doctrinales donde se ha asentado que: “El Presidente de la Nación tiene incuestionablemente la atribución para aceptar o rechazar las renuncias de los magistrados, derivada esa competencia de la de emitir los nombramientos de los integrantes de la Corte Suprema de Justicia de la Nación o de nombrar a los jueces de las instancias inferiores…”. En supuesto apoyo de su pretensión cita el precedente “Herrera Molina” de la Sala II de la Cámara en lo Contencioso Administrativo. 

Reitera que entiende razonablemente adecuado, para el ejercicio de la competencia que tiene atribuida, que el órgano público cuyo titular ha sido elegido de manera directa por el electorado goce de ámbitos de discrecionalidad en las decisiones a su cargo. 

5.- En quinto lugar, explica el recurrente las razones que lo llevan a sostener que el punto debatido asume gravedad institucional. 

Para fundar tal aseveración también alega la supuesta existencia de pronunciamientos contradictorios del mismo tribunal. 

Luego efectúa consideraciones, tendientes a demostrar que el voto del Dr. Novillo revela una vulneración de la garantía de imparcialidad, al debido proceso y a la defensa en juicio. Funda esta afirmación en la supuesta falta de consideración del precedente “Ponce y Gómez”.

Finalmente mantiene el planteo del caso federal.  

En cada uno de los agravios, el recurrente formula la correspondiente doctrina legal. 

IV.- Descriptas las consideraciones en las que se sustenta la sentencia atacada y los argumentos recursivos vertidos en contra de dicho pronunciamiento, corresponde efectuar el pertinente juicio de admisibilidad de la vía extraordinaria tentada. 

En el marco de tal examen, el recurso ha sido interpuesto en término (cfr. cargo actuarial de fs. 186) y el demandado efectuó el depósito (fs. 148) establecido en el artículo 752 del CPCCT. En el recurso se denuncia infracción de normas de derecho y arbitrariedad en el pronunciamiento atacado, y el escrito impugnativo se basta a sí mismo.

En orden al análisis de definitividad del pronunciamiento cuestionado por casación, esta Corte Suprema de Justicia de Tucumán, en reciente pronunciamiento recaído en un caso semejante al sub examen (CSJTuc., sentencia nº 571 del 12/08/2013, en “Herrera Molina, Emilio Andrés vs. Provincia de Tucumán s/Acción de amparo”, voto de la mayoría en la cuestión referida al juicio de admisibilidad), entendió que la sentencia emitida por la Cámara quedaba subsumida en la hipótesis del art. 748 inc. 1 del CPCCT; por lo que haciendo aplicación de dicho criterio al presente, la vía extraordinaria local deviene admisible. 

V.- En consecuencia, corresponde seguidamente proceder a la confrontación del memorial casatorio con la sentencia en crisis y el derecho aplicable, lo que permite anticipar la improcedencia del primero, por los fundamentos que se esgrimen seguidamente. 

1.- Preliminarmente, y más allá de la discusión acerca de si en el caso concreto la competencia del Ejecutivo se enrola en el marco de las denominadas potestades discrecionales o si se aproxima más al ámbito de la actividad reglada (cuestión que no constituye tópico a resolver en el presente recurso extraordinario local), es conveniente dejar asentado que la división entre actividad reglada y discrecional no reviste la rigidez postulada en otros tiempos. Así viene sosteniendo la doctrina que “hay grados en la discrecionalidad, puesto que ella no deja de tener siempre, en mayor o menor medida, su componente reglado” (Marienhoff, Gordillo, Escola, citados por Coviello Pedro J.J., “Cuestiones de Control de la Administración Pública”, Jornadas organizadas por la Universidad Austral, ed. Rap, Buenos Aires,  2010, p. 661).

En esa tesitura, ya tuvo oportunidad de entender la Corte Federal que: «la tradicional distinción formulada por prestigiosos autores como Vivien y Serrigny entre potestades regladas y discrecionales pierde en importante medida su interés original ante el reconocimiento de la existencia de elementos reglados aun en aquellos supuestos considerados tradicionalmente como actos no vinculados. A ello ha contribuido significativamente la comprensión de que la esfera de discrecionalidad … no implica en absoluto que estos tengan un ámbito de actuación desvinculado del orden jurídico o que aquélla no resulte fiscalizable. En otras palabras, que aun aquellos actos en los que se admite un núcleo de libertad no puede desconocerse una periferia de derecho toda vez que "la discrecionalidad otorgada a los entes administrativos no implica el conferirles el poder para girar los pulgares para abajo o para arriba" (D. M. K. Realty Corp. v. Gabel, 242 N. Y. S. 2d. 517, 519 (Sup. Ct. 1963), en tanto ello llevaría a consagrar --como bien se ha señalado-- "una verdadera patente de corso en favor de los despachos administrativos" (García de Enterría, Eduardo y Fernández, Tomás Ramón, "Curso de derecho administrativo", t. I, p. 433, 4ª ed., Ed. Civitas, 1984, Madrid). Que, en ese sentido, se admitió --siguiendo las enseñanzas vertidas en Francia por Edouard de Laferière ("Traité de la jurisdiction administrative et des recours contentieux", 2ème edition, Berger-Levrauet et Cie., Paris, 1888/1896, vol. II, p. 424) y recogidas por el Consejo de Estado galo a partir de la decisión emitida en el caso "Grazietti" el 31 de enero de 1902-- el abandono de la idea del acto administrativo reglado o discrecional en bloque, el consecuente reconocimiento de la existencia de elementos reglados en todo acto administrativo y la fiscalización de aquellos considerados anteriormente como discrecionales mediante el examen de sus elementos reglados (confr. voto de Belluscio en la causa L. 268. XXII "Leiva, Amelia Sesto de c. Poder Ejecutivo de la Provincia de Catamarca" sentencia del 19 de setiembre de 1989). Que, en esas condiciones y frente al reconocimiento de que no existen actos reglados ni discrecionales cualitativamente diferenciales, sino únicamente actos en los que la discrecionalidad se encuentra cuantitativamente más acentuada que la regulación y a la inversa (Tribunal Supremo Español, sentencia del 24 de octubre de 1962) al no poder hablarse hoy en día de dos categorías contradictorias y absolutas como si se tratara de dos sectores autónomos y opuestos sino más bien de una cuestión de grados, no cabe duda de que el control judicial de los actos denominados tradicionalmente discrecionales o de pura administración encuentra su ámbito de actuación en los elementos reglados de la decisión, entre los que cabe encuadrar, esencialmente, a la competencia, la forma, la causa y la finalidad del acto. La revisión judicial de aquellos aspectos normativamente reglados se traduce así en un típico control de legitimidad --imperativo para los órganos judiciales en sistemas judicialistas como el argentino--, ajeno a los motivos de oportunidad, mérito o conveniencia tenidos en mira a fin de dictar el acto (Rivero, Jean "Droit administratif", p. 98, Ed. 12° ed., Ed. Dalloz, Paris 1987)» (cfr. CSJN, “Consejo de presidencia de la Delegación Bahía Blanca de la Asamblea Permanente por los Derechos Humanos”, sentencia del 23/06/1992, Fallos 315:1361). 

Desde la descripta perspectiva, merece ser confirmado el criterio sentado por el tribunal inferior, en el sentido que: “Si bien la cuestión debatida versa sobre la impugnación de un acto administrativo que se inscribe dentro de las facultades discrecionales de la administración pública, ello no implica per se la imposibilidad de su análisis y control judicial, sobre todo estando a los argumentos que se desplegaron en la demanda”; en tanto el amparista refiere la existencia de vicios en la causa y en la finalidad del Decreto n° 1.367/1 (FE), es decir, deficiencias en sus elementos típicamente reglados. 

Es que -coincidentemente con lo apuntado por el a quo- la Corte Federal ha sostenido que “El mayor o menor acierto o error, mérito o conveniencia de la solución adoptada por la autoridad administrativa, constituyen puntos sobre los que no cabe al Poder Judicial pronunciarse, en la medida en que el ejercicio de esas facultades discrecionales no se compruebe como irrazonable, inicuo o arbitrario” (cfr. CSJN, “Dos Arroyos S. A. c. Dirección Nac. de Vialidad”, del 28/09/1993, Fallos 316:2044). 

Con los límites apuntados, y atento a como quedó trabada la litis, el control judicial consumado por el inferior no se desvió de los lineamientos admitidos; razón por la cual, la actividad desplegada por la Cámara no merece reproche alguno, desde tal óptica. Y es en ese contexto que esta Corte se adentrará al estudio del tópico en disputa.   

En segundo lugar, cabe añadir que no es correcta la tesis impugnativa, por la que se pretende cuestionar a la vía del amparo como medio idóneo para controvertir la actividad estatal, aún cuando ésta pueda ser enmarcada en el ámbito discrecional, como lo postula el impugnante. 

De hecho, la jurisprudencia nacional ha admitido que la vía del amparo constituye un medio procesal idóneo para discutir si la motivación del acto de la administración constituye un ejercicio arbitrario (CSJ de Mendoza, “Consorcio Surballe-Sadofschi vs. Provincia de Mendoza”, del 10/06/1997, en LL 1997-F, 728); puesto que como se recordó en dicho antecedente: “discrecionalidad no es arbitrariedad”. Desde luego, ello, cumplidos que estuvieren los restantes requisitos para la admisibilidad de dicho particular cauce procesal, lo que –por cierto- se advierte satisfecho en la especie. 

Refuerza éste último razonamiento el hecho que en el presente caso se encuentran en disputa alegados derechos de raigambre constitucional, que también encuentran protección en los Tratados Internacionales de Derechos Humanos (a los que se hará infra referencia). Esta circunstancia resulta particularmente trascendente. Es que la presencia de derechos de tal naturaleza exigen un mayor esfuerzo del Estado; cuando, aún en ejercicio de potestades supuestamente discrecionales (como lo alega el recurrente), tales intereses sean denegados. El hecho que se encuentren en disputa derechos humanos –como los alegados por el amparista- impone una mayor rigurosidad en el control de la motivación de aquellos actos administrativos que los rechacen, aún cuando se pueda argüir -para dicha denegación- la existencia de potestades competenciales en cabeza del Estado. Es que, cabe exigir un mayor estándar de fundamentación, cuando el acto administrativo deniega peticiones que se sostienen en intereses representativos de la dignidad de la persona. 

En ese orden de ideas, es dable recordar que la Corte Interamericana de Derechos Humanos sostuvo que: “En cualquier materia, inclusive en la laboral y la administrativa, la discrecionalidad de la administración tiene límites infranqueables, siendo uno de ellos el respeto de los derechos humanos. Es importante que la actuación de la administración se encuentre regulada, y ésta no puede invocar el orden público para reducir discrecionalmente las garantías de los administrados” (CIDH, “caso Baena Ricardo y otros -270 trabajadores- vs. Panamá”, sentencia del 02/02/2001, cons. 126). 

Por tanto, las alegadas -por la Provincia- facultades discrecionales encuentran una insoslayable frontera, cuando se encuentran en disputa derechos humanos. Ello implica, por un lado, la inviabilidad de sostener la imposibilidad de controlar judicialmente actos administrativos, por el solo hecho de responder a pretensas facultades discrecionales y, por el otro, la improcedencia de la argumentación que pretende justificar la denegación de derechos, como los invocados por el amparista, bajo la excusa de competencias asignadas al poder estatal. 

A partir de tales premisas, y remarcando la validez del control judicial de los elementos reglados aún en actos donde se ejercitan supuestas potestades discrecionales, cabe examinar –con el alcance señalado- si se encuentra acreditado en la especie el vicio de causa del acto administrativo sostenido por el inferior, de lo que cabe anticipar una respuesta afirmativa, conforme se justificará seguidamente.  

2.- El primer agravio, orientado a demostrar la arbitrariedad del razonamiento sentencial por el que se juzga que se ha configurado en la especie un vicio en la causa del acto administrativo cuestionado por amparo, no merece ser receptado. 

Ciertamente, el Decreto nº 1.367/1 (FE) del 14/05/2013 primeramente narra (en los cinco primeros párrafos de sus considerandos) los antecedentes fácticos de la petición sometida a decisión del Poder Ejecutivo. Seguidamente se transcribe –en el acto administrativo cuestionado por amparo- el dictamen de Fiscalía de Estado nº 851 del 10/05/2013, el cual fue compartido por el Titular del Ejecutivo Provincial. 

En el examen de la motivación de dicho acto administrativo, la Cámara entiende que: “…al no presentarse idéntico o análogo el marco legal en que se resuelven estos asuntos en la órbita nacional y en la provincial, la cita que se haga de antecedentes vinculados a procesos de remoción federales no surge pertinente y en consecuencia, su invocación como fundamento de la decisión tornan al acto administrativo viciado en su elemento causa, ya que no resulta cierto el derecho invocado (artículo 43 inciso 2° Ley 4.537)”. 

Agrega la sentencia en pugna, en referencia al alcance del art. 15 de la Ley nº 8.199, que: “La existencia e inclusión de este artículo en la propia normativa local que diseña el proceso de enjuiciamiento de Magistrados no sometidos a juicio político … tiene una incidencia particular que torna al trámite disímil al nacional, puntualmente en lo referente al concepto de renuncia”. 

El fallo en pugna, luego de efectuar un análisis literal y teleológico del alcance que presenta el dispositivo legal recién señalado, concluye que: “… la existencia en el orden local de una norma como el artículo 15 de la Ley 8.199, genera una situación especial que debió ser objeto de valoración y análisis de parte del Dcto. N° 1.367/1 (FE) del 14/05/2013; más contrariamente a ello el acto nada dijo al respecto omitiendo toda mención a dicha dispositiva y su incidencia, la cual como se vio era absolutamente aplicable al caso. Ello en definitiva se traduce en un vicio en su causa (artículo 43 inciso 2° de la Ley 4.357), susceptible de tornarlo nulo en los términos del artículo 48 de dicho digesto”. 

Esencialmente el recurrente cuestiona el descripto razonamiento sentencial, alegando que el Poder Ejecutivo Provincial –en el decreto controvertido- sí abordó expresamente la situación jurídica vinculada a la presentación de la renuncia por el magistrado acusado por ante el Jurado de Enjuiciamiento y sus posibles consecuencias jurídicas. 

Ahora bien, de la atenta lectura de los considerandos vertidos en el Decreto nº 1.367/1 (FE) se advierte que la valoración, que sobre la motivación de dicho acto administrativo ha sido formulada por el sentenciante, no reviste la arbitrariedad que le imputa el recurrente. 

Efectivamente, se observa que el decreto cuestionado por amparo no hace ningún análisis explícito en relación al dispositivo legal en pugna (art. 15 de la Ley nº 8.199), a pesar de que en el propio acto administrativo se describió que -en el Informe emitido por el Jurado de Enjuiciamiento- se indicaba: “por nota del 24 de abril de 2013 el Dr. Piedrabuena solicitó el archivo de las actuaciones por aplicación del artículo 15 de la ley Nº 8.199, disponiendo el Jurado su reserva” (ver quinto párrafo de los considerando del Decreto nº 1.367/1 –FE-). 

Esta última circunstancia apuntada ameritaba que el Decreto nº 1.367/1 (FE), al rechazar la renuncia condicionada solicitada por el Dr. Piedrabuena, efectuara una concreta fundamentación de la incidencia, o no, que respecto del pedido formulado por el magistrado importaba el texto del art. 15 de la Ley nº 8.199, lo que no se advierte concretado en el caso. Tan es así que, en los considerandos del decreto, no aparece siquiera mencionado el dispositivo legal aludido. 

Con ello no se pretende postular que la sola ausencia de referencia al art. 15 de la Ley nº 8.199 conlleva un déficit en la motivación, pero a tal conclusión deviene irremediablemente arribar a poco de constatar que la restante supuesta fundamentación del acto administrativo no dio un tratamiento concreto de esa problemática normativa. 

La referencia a opiniones doctrinales y posturas jurisprudenciales que encuentran justificativo en un ordenamiento legal disímil al que rige el caso, sin la consiguiente justificación de las razones en virtud de las cuales podrían ser extensibles al ámbito local, no logran subsanar el déficit de fundamentación apuntado. 

Tampoco logran tal cometido aquellos párrafos contenidos en el decreto controvertido, donde se hace abstracta referencia a la supuesta naturaleza bilateral de la dimisión presentada por el magistrado, en tanto no se explicitó la relación de tales interpretaciones con la concreta reglamentación contenida en el art. 15 de la Ley nº 8.199. 

Por otra parte, tampoco puede erguirse como una motivación bastante del acto administrativo lesivo, la simple referencia al art. 101 inc. 5 de la Constitución Provincial, puesto que la genérica potestad del Ejecutivo de aceptar o rechazar renuncias no se encuentra en discusión, no alcanzando ese argumento para justificar el rechazo concreto de una renuncia presentada por un magistrado para acceder al régimen jubilatorio.  Es que ésta última potestad, vale reiterar, no se encuentra en tela de juicio, sino que la discusión gira en torno a la armonización de dicha competencia con lo expresamente previsto en el art. 15 de la Ley nº 8.199, tópico éste sobre el cual el acto administrativo nada dice. 

Mucho menos puede interpretarse que la motivación del acto administrativo se encuentra en la circunstancia de que existiere pendiente un procedimiento de enjuiciamiento político, puesto que –precisamente- tal antecedente fáctico constituye el presupuesto de aplicación del art. 15 de la Ley nº 8.199. En otras palabras, pretender que el enjuiciamiento político del magistrado constituya la verdadera motivación del rechazo de la renuncia presentada por éste, atento lo normado en el dispositivo legal señalado, no sería otra cosa que un argumento circular falaz; puesto que es –precisamente- en los supuestos de enjuiciamiento político donde cobra operatividad lo regulado en el art. 15 de la Ley nº 8.199.

A más de ello, el razonamiento sentencial por el que se postula el vicio en la motivación del decreto, por una insuficiente ponderación y examen –en el acto administrativo- de las consecuencias jurídicas que lo reglado en el art. 15 de la Ley nº 8.199 podrían generar en la situación del amparista, no ha logrado ser debidamente rebatido en el escrito casatorio. 

Ciertamente, la sola vigencia formal del efecto cancelatorio del art. 15 de la Ley nº 8.199 en el derecho público provincial reclama una amplitud de motivación suficiente para sustentar racionalmente la posibilidad de rechazo de la renuncia presentada por el magistrado para acogerse a los beneficios jubilatorios, lo que no se advierte en el decreto cuestionado por amparo. Ante ello, este esencial requisito de la forma en que debe exteriorizarse un acto administrativo no se encuentra adecuadamente satisfecho en el decreto en controversia. Cabe agregar que “la observancia de estas reglas formales de la motivación son las que suelen constreñir al Estado a conformar su obrar a las reglas que hacen al derecho de fondo” (Maizal, “Los vicios del acto administrativo”, LL 13/06/1989). 

Ello cobra relevancia, en tanto el Poder Ejecutivo no expresó directa y frontalmente que alcance tenía, frente a la renuncia presentada, el texto del art. 15 de la Ley nº 8.199. Es que, rechazar en forma definitiva la renuncia de un magistrado del Poder Judicial para acceder a la jubilación, fundado en que el mismo debe ser sometido a un procedimiento de enjuiciamiento político (cuya finalidad esencial es solo la destitución) con resultado y plazo incierto, desconociendo la garantía con jerarquía constitucional de que se presume inocente al acusado, representa una descalificable agresión a los derechos humanos (Pacto de San José de Costa Rica: art. 8.2).

En síntesis, no se observa que haya arbitrariedad en el razonamiento sentencial, por el que se concluye que el acto administrativo controvertido no contiene una motivación que represente la exteriorización de las razones o motivos que inducen a emitir el acto administrativo, de forma tal que exhiba expresamente los requisitos reglados exigidos por la Ley Provincial nº 4.537 respecto a la causa fundante y a la finalidad pública específica que justifica su dictado y que contenga también la expresa “consideración” de los “principales argumentos” y “cuestiones propuestas”, en tanto “fueren conducentes a la solución del caso” (art. 43.6); como resulta en el caso, la consideración del texto del art. 15 de la Ley nº 8.199. 

En otras palabras, el contenido de la motivación del acto administrativo no aparece como idóneo, eficaz y suficiente para apreciar con exactitud los motivos determinantes del acto administrativo en controversia. 

Todo lo dicho se complementa con un elemento que le otorga una especial singularidad a la cuestión en análisis. Con la salvedad del caso “Herrera Molina”, que también vino a conocimiento de este Máximo Tribunal recientemente (CSJTuc., sentencia nº 571 del 12/08/2013; donde la solución fue semejante a la que ahora se propone), no existían antecedentes en la historia provincial, de casos donde se rechace la renuncia de magistrados que pretendieron acogerse a la jubilación; lo que imponía un mayor esfuerzo del Ejecutivo en la motivación de un acto administrativo que resultaba prácticamente inédito y potencialmente lesivo de intereses fundamentales. 

Por lo expuesto, se colige que la motivación expresada en el decreto atacado por amparo no satisfizo los contenidos esenciales exigidos para su validez jurídica por artículo 43 inciso 6 de la Ley nº 4.537, como acertadamente lo ha valorado el tribunal inferior. 

3.- Por otro lado, destaca el impugnante que, entre sus consideraciones, el tribunal inferior habría reconocido que el decreto nº 1367/1 (FE) contiene un expreso pronunciamiento por la desestimación del buscado efecto cancelatorio automático ligado a la mera presentación de la renuncia por parte del magistrado judicial. 

A los fines de justificar tal lógica, el recurrente cita parte de la sentencia cuestionada, donde se sostiene que: “El decreto impugnado se pronuncia por el rechazo a la renuncia presentada por el amparista fundándose, de forma principal, en la circunstancia de que el Magistrado en cuestión se encuentra sometido al proceso de enjuiciamiento previsto en la Ley 8.199…”; lo que –según la tesis del recurrente- contradeciría la anterior consideración sentencial vertida en el sentido que el acto administrativo cuestionado por amparo se encontraría inmotivado por falta de valoración de la reglamentación dispuesta en el art. 15 de la Ley nº 8199. 

La contradicción imputada por el recurrente a la sentencia en pugna, en realidad, no es tal. 

Es cierto que la Cámara admite que el decreto impugnado se basó, para rechazar la renuncia, en el hecho que el magistrado se encontraba sometido a un proceso de enjuiciamiento. Ahora bien, en el entendimiento de la Cámara, la sola referencia a dicha circunstancia (denuncia ante el Jurado de Enjuiciamiento) no resultaba suficiente para justificar la decisión adoptada por el Ejecutivo, atento los términos de lo dispuesto en el art. 15 de la Ley nº 8.199; no advirtiendo este Máximo Tribunal irrazonabilidad alguna en la lógica sentencial que efectúa tal distingo.  

Es que, efectivamente, el razonamiento contenido en el decreto cuestionado, para fundar el rechazo de la renuncia, con basamento en la existencia de un proceso de enjuiciamiento político, no pasa de ser un argumento vacuo, insuficiente para justificar el deber de motivación exigido para el acto administrativo controvertido atento las particularidades del caso, puesto que –como ya se anticipó- precisamente la existencia de un trámite de enjuiciamiento político constituye el presupuesto para el funcionamiento de la norma invocada por el recurrente (art. 15 de la Ley nº 8.199), por lo que tal circunstancia fáctica no puede constituir per se fundamento del rechazo de la renuncia y, a la vez, de la inaplicación del dispositivo legal recién referido. 

Por tanto, el reconocimiento de la circunstancia antes apuntada –por parte del tribunal de grado-, en modo alguno, implica una contradicción con el razonamiento por el que se sostiene la decisión adoptada en el decisorio en pugna. 

Asimismo, no se advierte -como lo proclama el recurrente- que el tribunal no haya esgrimido argumentos racionales suficientes para sustentar la nulidad de la decisión administrativa en debate. 

En este punto, las afirmaciones vertidas en el escrito recursivo resultan insuficientes para justificar que exista una insita arbitrariedad en el razonamiento del tribunal, respecto de la configuración de un “vicio en la causa” del Decreto nº 1367/1 (FE). 

Contrariamente a lo propuesto por el recurrente, el razonamiento sentencial, orientado a sostener la existencia de una “omisión” en el Decreto nº 1367/1 (FE) como “vicio de la causa” del acto administrativo, constituye una lógica que no aparece como arbitraria; no habiendo logrado rebatir el impugnante la lógica expuesta por el a quo. 

Ello es así, en tanto el pronunciamiento en crisis se hace cargo de las cuestiones conducentes y relevantes para la debida composición de la litis. El razonamiento desarrollado en el decisorio en pugna ha sido construido a partir de un adecuado encuadre normativo y atendiendo a las constancias de la causa. Exhibe una derivación razonada del discurso lógico que la precede y efectúa una correcta valoración de la causa, atendiendo al principio de la sana crítica. Además el pronunciamiento en embate contiene una fundamentación suficiente, que no ha logrado ser rebatida, a pesar del esfuerzo desplegado por el impugnante.

Así las cosas, las impugnaciones no logran rebatir el razonamiento sentencial acerca de que los términos del acto administrativo cuestionado por amparo no exhiben o exteriorizan de manera suficiente el contenido de su motivación. 

Así corresponde descartar la tacha de arbitrariedad formulada, pues no media en el caso una decisiva carencia de fundamentación o un apartamiento inequívoco de la solución normativa prevista para el caso que autorice a la Corte revisar lo resuelto por vía de la doctrina que se ha declarado excepcional (Fallos, t. 290, p. 95; t. 300, ps. 200, 982 -Rev. LL, t. 1975-B, p. 921; Rep. LL, t. XLI, J-Z, p. 2766, sum. 574-), tanto más si los argumentos esgrimidos por el a quo no fueron adecuadamente controvertidos por el recurrente que se limitó a expresar su discrepancia con aquéllos y a propiciar la aceptación del criterio por él sustentado para resolver la causa (CSJN, “Cas T. V., S. A. c. Comité Federal de Radiodifusión y otro”, 08/11/1983, en LL 1984-B , 87, Fallos 305:1878). Además, el recurrente se ha limitado a contradecir algunos de los argumentos sentenciales,  pero no ha refutado todos y cada uno de los fundamentos de la sentencia impugnada, como lo reclama la doctrina sentada por la Corte Federal (CSJN, “Afirmación para una República Igualitaria –ARI- c. Estado Nacional - Ministerio del Interior”, 23/11/2010, en La Ley Online AR/JUR/74649/2010).

En resumen, los agravios contenidos en el recurso de casación no logran demostrar la falta de sustento racional y objetivo en la solución propiciada por el tribunal inferior, ni un déficit de fundamentación de la sentencia que permita estimar que se ha configurado a su respecto la causal de arbitrariedad por infracción del deber de motivación, que alega la parte recurrente. El tribunal ha dado fundamentos suficientes para sustentar la solución a la que arriba, la que no aparece como irrazonable o arbitraria. En ese contexto, los argumentos contenidos en el escrito de casación, no llegan a constituir una crítica relevante de la plataforma fáctica valorada por la sala de instancia, que posee eficiencia e idoneidad para sustentar la decisión a que se arriba. A su vez, la queja sobre la falta de fundamentación de la sentencia carece de motivación adecuada, no habiéndose puesto en evidencia la conculcación a las reglas de la lógica y del sentido común en la fijación de los hechos del proceso (cfr. CSJTuc. "Morales, Sebastián Eduardo y otros s/ robo agravado con armas. Recurso de casación", sentencia del 22/3/2005; "Poblador, Raúl Francisco y otro s/ usurpación de propiedad. Recurso de casación", sentencia del 25/11/2004; "Gargiulo, Juan Sebastián s/ robo agravado. Recurso de casación", sentencia del 15/02/2000; "Bruffau, Osvaldo Domingo y otra s/ defraudación. Recurso de casación", sentencia del 08/6/2000; "Aguirre Cristian Andrés y otro s/robo agravado", 27/04/98; "Callata Rodolfo Balbín y otro s/ robo agravado", 25/3/98; "Elizondo, J.F. s/ corrupción de menores", 19/11/97 entre otros, citados en CSJTuc., sentencia nº 622 del 31/07/ 2006).

En definitiva, no se verifican en el pronunciamiento atacado los déficits atribuidos por el recurrente, ya que no se ha mostrado prima facie que el discurso sentencial exhiba un despropósito, una arbitrariedad intolerable, o un grave atentado a las leyes del raciocino que descalifiquen al pronunciamiento como acto jurisdiccional válido (cfr. CSJTuc., in re "Blanco de Mazziotti vs. Caja Popular de Ahorros de Tucumán s/nulidad", sentencia del 23/02/95; citado en sentencia nº 696 del 15/09/2004); lo cual constituye fundamentación más que suficiente para sellar adversamente la suerte del remedio procesal tentado; sin perjuicio de lo cual, y para dar recta y completa respuesta a todos los agravios esgrimidos por el recurrente, se efectuarán las siguientes consideraciones, que resultan confirmatorias del resultado negativo que se impone a la impugnación tentada por la Provincia.  

4.- Por otra parte, resulta manifiestamente improponible la aseveración recursiva, por la que se expresa que “si el principal objetivo del demandante reconocido por el tribunal es acceder a los beneficios previsionales especiales regulados por la ley 24018, denegar su pedido de renuncia con fundamento en el art. 29 de dicha ley deviene claramente proporcional a la situación jurídica invocada”. 

La referencia de la demandada a lo dispuesto en el art. 29 de la Ley Nacional nº 24.018 no resulta ni fundamento suficiente para justificar la motivación del acto administrativo en conflicto, ni tampoco un argumento relevante para sostener la descalificación del acto jurisdiccional atacado por casación. 

Es que, la aplicación de dicho dispositivo legal genera una complejidad jurídica que ha merecido posturas encontradas en la jurisprudencia nacional, habiendo llegado incluso a declararse la inconstitucionalidad de tal norma (art. 29 de la Ley nº 24.018). 

Así en el caso “B.A. c. Estado Nacional – Ministerio de Desarrollo Social” (Cam. Federal de Apel. de la Seguridad Social, Sala I, del 06/12/2011, voto de la mayoría) se resolvió dejar sin efecto la resolución del Ministerio de Desarrollo Social que denegó a un ex Ministro de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, que fue destituido de su cargo, los beneficios jubilatorios previstos en la Ley nº 24.018, ante la comprobación de que cumplía con la exigencia de servicios y aportes que dicha norma prescribe. En el señalado precedente se juzgó que: “El art. 29 de la Ley 24.018, al privar a los jueces destituidos por juicio político del beneficio jubilatorio que ella otorga, es inconstitucional, porque impone implícitamente una sanción anexa a la remoción que no se encuentra prevista en … la Constitución Nacional, lo que provoca un sustancial agravio tanto patrimonial como previsional”. 

Entre los fundamentos vertidos en el recién citado antecedente se dijo que: «…la Constitución Nacional prevé la remoción para el supuesto de progresar el juicio político pero nada dice en orden a que simultáneamente se pierdan beneficios previsionales… de la ley 24018. En tal sentido debe destacarse que los órganos del estado deben desarrollar su actividad conforme a la Constitución Nacional, exceder ese marco normativo involucra un exceso, tal como acontece con lo dispuesto por el art. 29 de la ley 24018 (…) Esto así, pues en tanto la norma constitucional (art. 60) establece expresamente que el fallo del Senado "no tendrá mas efecto que destituir al acusado y aun declararle incapaz de ocupar ningún empleo de honor, de confianza o a sueldo de la Nación", surge palmaria la inconstitucionalidad del art. 29 de la ley 24.018, toda vez que una norma de inferior rango no puede agregar un efecto más a los establecidos por la norma constitucional, sin provocar sustancial agravio patrimonial y previsional al accionante (arts. 17 y 14 bis de la CN). La ley no puede imponer, como lo hace el art. 29 de la ley 24.018, una sanción anexa a la destitución ya que la Constitución limita el efecto sancionatorio a la remoción, sin perjuicio, si fuera el caso, de la prosecución de juicio de responsabilidad ante los tribunales ordinarios». 

Si bien el caso comentado versaba sobre la destitución, acaecida mediante juicio político ante el Senado de un miembro de la Corte Suprema de Justicia Federal, bajo lo reglado en el art. 60 de la Constitución Nacional; aquel encuadre normativo aparece semejante al que resulta de aplicación al sub examen, puesto que el art. 130 de la Constitución Provincial contiene una redacción semejante a la estatuida en la norma de la Constitución Federal recién referida, en el sentido que el fallo que se dicte (por el Jurado de Enjuiciamiento en el caso local y el Senado en el nacional) “no tendrá más efecto que el de destituir al acusado”, a más de la posibilidad de declararlo incapaz de ocupar otro puesto de honor o a sueldo en el estado (nacional o provincial, según sea el caso).   

La aludida tesis ha sido sostenida también en la doctrina autoral, que ha proclamado la inconstitucionalidad de la pérdida automática e indiscutible de los beneficios jubilatorios de un magistrado destituido por enjuiciamiento político, en tanto la drástica solución del art. 29 de la Ley nº 24.018 carece de razonabilidad pues la sentencia del juicio político no tiene otro efecto que el destitutorio (cfr. Rivas, Adolfo A., “Del juicio político y el sistema jubilatorio judicial”, en LL 26/11/2008, 9). 

En ese mismo sentido, también merece destacarse el voto del Dr. Herrero  (Cam. Federal de Apelac. de la Seguridad Social, Sala II, “M., R.J. c. Administración Nacional de la Seguridad Social”, del 13/08/2008, en disidencia), donde el mencionado magistrado sostuvo la inconstitucionalidad del art. 29 de la Ley nº 24.018, en cuanto priva del régimen jubilatorio especial a los magistrados y funcionarios del Poder Judicial que hubieren sido removidos de su cargo por mal desempeño, aun cuando hubieren cumplido todos los recaudos legales para acceder al beneficio jubilatorio, pues ello implica privar a aquéllos en forma automática de derechos de naturaleza alimentaria e irrenunciables, sin permitírseles ejercer la garantía constitucional de la defensa en juicio con relación a ellos. 

Este último voto sustenta su tesis en que: “la privación del régimen especial de jubilaciones con motivo de la destitución por mal desempeño … contradice frontalmente la Constitución Nacional que sólo admite éste único efecto del fallo del jurado de enjuiciamiento, de tal manera que no existe fundamento jurídico razonable para semejante despojo en perjuicio de los derechos previsionales del afectado y de su familia, sino más bien la materialización de una pena o sanción encubierta y solapada –prohibida por el art. 115 de la C.N.”. 

Agregaba el Dr Herrero que: “Si la norma constitucional dispone expresamente que el fallo del jurado de enjuiciamiento no puede tener más efecto que la destitución … es a todas luces evidente que una norma jerárquicamente inferior no puede establecer un efecto más –con graves consecuencias patrimoniales y previsionales para el afectado … sin quebrantar el categórico mandato de la Ley Suprema”. 

Además, la postura jurisprudencial a la que venimos haciendo referencia contundentemente explicita que: «Los derechos de la seguridad social son –por naturaleza- irrenunciables, imprescriptibles y universales, por lo que la pérdida o extinción de esta suerte de "tertium genus" funcional de prosapia legal como consecuencia de la destitución por mal desempeño … no puede arrastrar en su caída a los derechos de la seguridad social sin agravio directo a la Constitución Nacional y a diversos Tratados y Convenciones Internacionales sobre Derechos Humanos (C.N. arts. 14 bis y 75 inc. 22; Fallos 312:2249 y 315:2584 considerando 12, etc.)».

Cabe aclarar, que, si bien en éste último antecedente, la norma constitucional federal interpretada (art. 115) contiene un alcance más restringido que el art. 130 de la Constitución Provincial (al que se hará infra referencia), puesto que la primera expresamente dispone que el fallo dictado por el Jurado de Enjuiciamiento debe limitarse exclusivamente a destituir al magistrado acusado (sin referencia a la posibilidad de declararlo incapaz de ocupar otro puesto en el Estado), ello no obsta atender a las consideraciones recién expuestas; puesto que, en cualquiera de los casos, no se prevé la hipótesis de otras sanciones accesorias para el magistrado destituido.    

Desde otra perspectiva, la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha señalado que "... la privación del derecho a percibir haberes de retiro …. aparece desproporcionada con la gravedad de las faltas que se le imputan (confr. Fallos: 313:153, considerando 6°; 321:3103, considerandos 4° y 6°), pues ni está destinada [dicha privación del derecho a percibir haberes de retiro] a asegurar el orden [y la disciplina dentro de las relaciones de servicio] ni tiene carácter correctivo, sino que, virtualmente, constituye una pena pecuniaria de carácter accesorio cuya entidad resulta ser más gravosa que la sanción principal”. Continúa el Tribunal Cimero Federal diciendo que “la sanción impugnada no tiene otra consecuencia que despojar al funcionario de una prestación de naturaleza alimentaria, específicamente destinada a cubrir los riesgos de subsistencia y ancianidad (Fallos: 311:1644, considerando 4°), sustitutiva de la remuneración que aquél estaba en condiciones de percibir mientras se hallaba en actividad… (Fallos: 314:165, considerando 7° y 318: 403, entre otros)" (Fallo: 329:3617). Deviene trascendente tal postura, puesto que la Corte Federal efectuó un examen de razonabilidad de la medida por la que se privaba del derecho a percibir haberes de retiro. 

Más allá de la adecuación constitucional, o no, que presente la norma alegada por el recurrente (art. 29 de la Ley nº 24.018), lo que no constituye tópico en actual debate; las consideraciones recién referidas cobran relevancia a los fines de demostrar lo problemático que resulta la eventual aplicación del art. 29 de la Ley nº 24.018, ante la destitución de un magistrado. Dicha realidad jurídica compleja, donde se ha llegado a declarar la inconstitucionalidad de tal norma, impide aceptar como viable la pretensión del recurrente de basar la motivación del rechazo de la renuncia presentada por el magistrado, en el controvertido dispositivo legal referido.  

Desde luego que no se pretende con lo dicho ampliar los efectos de la declaración de inconstitucionalidad a casos donde tal declaración de invalidez normativa no ha tenido expreso pronunciamiento; pero no puede dejar de advertirse –a los fines que nos ocupan- la insuficiencia que supone basar un acto administrativo, en el que se rechaza el reclamo de derechos de naturaleza alimentarios, irrenunciable e integrales, en normativa de controvertida constitucionalidad, atento las particulares circunstancias del caso.  

Desde esa óptica, el argumento recursivo tendiente a justificar que la motivación del acto administrativo, por el que se denegó el pedido de renuncia, tiene sustento en la previsión contenida en el art. 29 de la Ley nº 24.018 y, por ende, que guardaría proporcionalidad con la situación jurídica sub examen, no resulta ser un fundamento atendible. 

5.- Asimismo, y por motivos semejantes a los expuestos en el punto anterior, tampoco resulta razonable la lógica recursiva tendiente a demostrar que no se violentaron los derechos jubilatorios del magistrado, en tanto éste último igualmente podría acceder a la jubilación ordinaria. 

Efectivamente, en su escrito casatorio, el recurrente –luego de describir el complejo normativo que regula el régimen jubilatorio de los magistrados- distingue la existencia de un sistema ordinario de jubilación (Ley nº 24.241) y un régimen especial (Ley nº 24.018); lo que lo lleva a concluir que el decreto cuestionado por amparo no importa un valladar para acceder a los beneficios de la jubilación ordinaria, pues el demandante no tendría impedimento alguno de obtener los beneficios de la Ley nº 24.241. 

Al respecto, el recurrente asienta su argumentación recursiva en la convicción de que con el rechazo de la renuncia presentada, en rigor, no se privaría al actor de los beneficios de la seguridad social, sino tan solo de la aplicación de una ley especial. Se seguiría de allí que el demandante tendría expedita la posibilidad de obtener la prestación jubilatoria prevista en el régimen previsional general. Y esta circunstancia implicaría, entonces, que no hay frustración alguna al derecho de acceder a los beneficios jubilatorios, según la tesis alegada por la Provincia. 

Tal razonamiento recursivo deviene notoriamente improponible. Es que no puede sino interpretarse que la adecuada protección del derecho de acceso a los beneficios de la seguridad social (prescindiéndose de analizar las distintas posturas que se han esbozado en orden a determinar a partir de qué momento nace el “derecho adquirido a la jubilación”; al respecto puede verse: Chirinos, Bernabé L, “Jubilación y Seguridad Social”, en IMP 2012-4, 283) no se efectiviza por el solo hecho que el actor obtenga una prestación jubilatoria cualquiera, sino, por el contrario, tal derecho recién puede considerarse debidamente satisfecho cuando se puede acceder a la jubilación que corresponda; incluso, en caso de que hubiere más de un régimen previsional posible, a aquella que sea más beneficiosa; lo que encuentra su fundamento en los principios de progresividad y pro homine (en este sentido puede verse: Caminos, Pedro A., “Beneficios de la seguridad social y jueces removidos por mal desempeño”, en LL 13/02/2012, 4,). En esa tesitura se dijo que: «el art. 75 inc. 23 de la CN fortalece la vigencia del principio de progresividad en materia previsional, descalificando todo accionar gubernamental que en la práctica dé un resultado regresivo en el goce efectivo de los derechos (CSJN, Fallos 331:250). El decidido impulso hacia la progresividad en la plena efectividad de los derechos humanos propia de los tratados internacionales de la materia, sumado al principio "pro homine", connatural con estos documentos, determinan que el intérprete deba escoger dentro de lo que la norma posibilita el resultado que proteja en mayor medida a la persona humana. Y esta pauta se impone aún con mayor intensidad, cuando su aplicación no entrañe colisión alguna del derecho humano así interpretado, con otros valores, principios y atribuciones o derechos constitucionales (CSJN 330:189)»  (cfr. Cam. Federal de Apel. de la Seguridad Social, Sala I, “B.A. c. Estado Nacional – Ministerio de Desarrollo Social”, del 06/12/2011, voto de la mayoría, antes citado).

Es que, ciertamente, el acceso a la jubilación constituye un derecho de dimensión constitucional, garantizado en el art. 14 bis de la Carta Magna Nacional. Asimismo el derecho a la seguridad social se encuentra resguardado en el art. 22 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, en el art. 9.1 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Protocolo de San Salvador) y en el art. 9 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; todo cual se recepta en el ámbito local a través de los arts. 5 y 24 de la Carta Magna Tucumana. 

Asimismo, la consideración de la jubilación como “derecho humano” fue admitida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, ya desde el caso “Cinco Pensionistas” (Corte IDH, caso “cinco pensionistas c. Perú”, sentencia del 28/02/2003, serie C, Nº 98) y por el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de Naciones Unidas (Observaciones finales, Argentina, 25/11/99SR.36).

Por otro lado, también vale la pena recordar que “la renuncia es un derecho ínsito previsto en el nombramiento, como una lógica consecuencia de la relación de empleo, pues si así no fuera, el magistrado aparecería compelido a continuar en la función pública contra su voluntad, lo que –dadas ciertas circunstancias- implicaría un agravio a su esfera de libertad” (Dictamen PGN Nicolás Becerra, 20/11/03, en “Lona, Ricardo” de la CSJN).

En idéntico sentido ha sostenido la doctrina que: «… el derecho a renunciar se considera como tácitamente previsto en el nombramiento, como lógica consecuencia del contrato de empleo público. Si así no fuere, el agente público aparecería constreñido a prestar servicios contra su voluntad, lo que implicaría un agravio a su esfera de libertad. La ley 22.140, entre los “derechos” del agente público menciona la renuncia (artículo 15, inciso i)» (cfr. Marienhoff, “Tratado de Derecho Administrativo”, t. III-B, Abeledo Perrot, Buenos Aires, 1994, p. 470). Es más, dicho autor (citado por el propio recurrente) se pregunta si la renuncia puede no ser aceptada; a lo que responde negativamente, salvo que hubiere una norma anterior a la designación que lo autorice o hechos que razonablemente justifiquen la no aceptación “momentánea” de la renuncia (por ejemplo el caso de una vacante a cubrir en un plazo breve). Ahora bien, el condicionamiento de la aceptación de la renuncia a un hecho eventual y futuro, como lo es el resultado de un proceso de enjuiciamiento político, en tanto implica una subordinación del derecho facultad de renunciar a una condición suspensiva, no se encuentra subsumida en las hipótesis descriptas por el mencionado autor e, incluso, podría generar una privación del propio derecho.  

Lo recién mencionado lo es, sin desconocer que, por art. 2.2. del Estatuto del Empleado Público Provincial (Ley nº 5.473, texto consolidado con Ley nº 5.628), los magistrados se encuentran exceptuados de dicho ordenamiento; pero lo que no implica que principios como el que acabamos de señalar no les pudieran ser extensibles. 

Así las cosas, y contrariamente a lo argumentado por el recurrente, en autos efectivamente se encuentran en disputa intereses fundamentales, tales como el derecho al acceso a la jubilación y la libertad de renunciar; todo lo cual devenía de inevitable contemplación en la motivación de un acto administrativo que resultaba restrictivo de tan trascendentes derechos de la persona. 

Desde otro enfoque, la argumentación desplegada por recurrente – en orden a justificar que no se restringieron los derechos jubilatorios del magistrado- implica una intolerable simplificación de la problemática relativa al régimen jubilatorio del magistrado que, a más de la naturaleza de “derecho humano” que representa desde lo individual el derecho a la jubilación, acarrea otras aristas que superan, incluso, el mero interés de la parte. Repárese que la jurisprudencia nacional ha sostenido que: «...la protección que el legislador ha dispensado al régimen de jubilaciones correspondiente a los magistrados no se sustenta en bases discriminatorias o de privilegio, sino que, por el contrario, goza de una particularidad que surge de los principios que preservan las instituciones republicanas. Se trata de propósitos últimos de independencia funcional, que se infieren de los principios de intangibilidad y de inamovilidad de los magistrados en sus cargos, y que justifican una innegable diferencia respecto de los regímenes laborales, no sólo del trabajador sometido al derecho común, sino también respecto del empleado o funcionario público.” (ver “Gaibisso, César A. y otros c. Estado Nacional -M° de Justicia- s/amparo ley 16.986”, del 10 de abril de 2001 y “Gutiérrez Oscar Eduardo c. ANSES”, CSJN del 11/4/2006). Esta doctrina, ha sido ratificada por la CSJN en el fallo “Chiara Díaz, Carlos Alberto c. Estado Provincial s/acción de ejecución”, del 7 de marzo de 2006, y que es oportuno citar en forma específica, la frase del voto de los doctores E. Raúl Zaffaroni y Ricardo Luis Lorenzetti, donde se expresa “que la garantía de intangibilidad de las compensaciones que reciben los jueces, en su aspecto institucional, es una característica constitucional del estado de derecho que trasciende las decisiones que pudiera adoptar una mayoría circunstancial.” Así las cosas, al ser la ley 24.018 un instrumento de respeto de la garantía constitucional del art. 110, va de suyo, que la inclusión del actor en dicha norma es por el hecho de ser juez, y por ende de gozar de esa garantía…» (cfr. Cam. Federal de Apel. de la Seguridad Social, Sala I, en “Benegas, Carlos c. Anses”, del 03/07/2009, en La Ley Online AR/JUR/29752/2009).  

Por todo lo expuesto en los párrafos anteriores los argumentos impugnativos, tendientes a demostrar que el derecho al acceso a la jubilación del magistrado se encuentra suficientemente garantizado por su inclusión en el régimen jubilatorio ordinario, resultan manifiestamente improcedentes, a más de llamativamente desaprensivos –por parte del Estado- de los altos intereses en disputa.  

Por iguales motivos, la referencia -contenida en el decreto cuestionado por amparo- al art. 29 de la Ley nº 24.018 deviene notoriamente insuficiente como justificativo para fundar el acto administrativo de rechazo a la renuncia presentada por el magistrado amparista. 

6.- Tampoco es atendible el argumento impugnativo tendiente a demostrar que el a quo haya interpretado el art. 15 de la Ley nº 8.199 de manera parcial y asistemática. El encuadre normativo ha sido acertado y, contrariamente a lo propugnado por el recurrente, la decisión judicial ha dado razones suficientes para justificar su razonamiento.  

De hecho, el recurrente alega que el tribunal ha prescindido de normativa que resultaba relevante para la correcta resolución de la litis, pero no justifica adecuadamente cuales son concretamente los dispositivos legales supuestamente omitidos de considerar por parte del tribunal de mérito.

Efectivamente, de la lectura del decisorio en conflicto se observa que la Cámara ha delineado acertadamente la materia controvertida; considerando que –más allá de la no disputada genérica competencia del Ejecutivo para aceptar o rechazar la renuncia de un magistrado- el régimen local, que regula el enjuiciamiento político de un magistrado, contiene normativa particular que impide que la cuestión pueda ser resuelta de modo análogo a lo que ocurre en la órbita nacional, como consecuencia de la inexistencia de una regulación legal provincial semejante a la contenida en el artículo 9 del Reglamento para la Justicia Nacional, lo que conlleva una potencial diferencia en el alcance que cabe asignarle a lo previsto en el artículo 15 de la Ley nº 8.199. 

A partir de tal premisa entiende el sentenciante que, atento lo dispuesto en el artículo 43 inciso 2 de la Ley Provincial nº 4.537, la referencia a antecedentes vinculados a procesos de remoción federales (contenida en el decreto cuestionado por amparo) no surge pertinente y, en consecuencia, su invocación como fundamento de la decisión tornan al acto administrativo viciado en su elemento causa, ya que no resulta cierto el derecho invocado. 

Atento dicho análisis la declaración de nulidad del Decreto n° 1.367/1 (FE) del 14/05/2013, y la consecuente orden a la demandada de que emita un nuevo acto administrativo acorde con los lineamientos sentados en el pronunciamiento cuya casación se pretende, se encuentra debidamente sostenida en los antecedentes fácticos de la causa y en el derecho aplicable a la especie; lo que descarta la argumentación recursiva.  

7.- Desde otro ángulo, tampoco es viable la lógica seguida por el recurrente, por la que alega que el tribunal inferior ha prescindido de tomar en consideración que el art. 15 de la Ley nº 8.199 eventualmente estaría dirigido a reglamentar la jurisdicción del Jurado de Enjuiciamiento y no la competencia del Poder Ejecutivo para aceptar, o bien, rechazar la renuncia que pudiera ser presentada. 

Es que no debe perderse de vista que el thema decidendi, atento la plataforma procesal de la causa, no gira en torno a las competencias asignadas al Poder Ejecutivo o al Jurado de Enjuiciamiento, por lo que las consideraciones recursivas planteadas en esa dirección devienen irrelevantes en la presente instancia extraordinaria local.

Desde el particular enfoque al que esta Corte debe ceñirse, el decreto que rechaza la dimisión presentada por el magistrado efectivamente obsta la prosecución del trámite jubilatorio y, por ende, justifica la pretensión del actor; sin que la problemática competencial que pretende introducir el recurrente resulte pertinente para justificar la descalificación del pronunciamiento en crisis.

Sin perjuicio de lo dicho, no puede dejar de advertirse la contradicción en la que incurre la demandada cuando alega que los efectos del art. 15 de la Ley nº 8.199 estarían dirigidos a reglar la actividad del Jurado de Enjuiciamiento y no la del Titular del Ejecutivo. Según la lógica recursiva, las consecuencias jurídicas de lo dispuesto en dicho dispositivo legal no corresponderían que sean consideradas por el Gobernador al justificar el rechazo de la renuncia presentada. 

Si así fuera, entonces la Provincia no debería haber rechazado la renuncia, hasta tanto se expidiera sobre el particular el Jurado de Enjuiciamiento. Bien podría –el Ejecutivo- haber reservado pronunciarse sobre la dimisión presentada, hasta que se expidiera el supuesto órgano estatal competente (Jurado de Enjuiciamiento, según la convicción del recurrente) sobre el alcance de los efectos conclusivos del proceso de enjuiciamiento previstos en el art. 15 de la Ley nº 8.199. Pero ha sido, precisamente, la actitud asumida por la Provincia, al desestimar la renuncia presentada, la que motiva las presentes actuaciones; por lo que mal puede argüir la demandada, como fundamento de la presente impugnación, la existencia de una cuestión de competencia. En otras palabras, y llevando al extremo la tesis recursiva, es el Ejecutivo el que al rechazar la renuncia impediría que el Jurado de Enjuiciamiento pueda pronunciarse sobre los efectos conclusivos que a la dimisión le otorga el art. 15 de la Ley nº 8.199, lo que le resta valor a la defensa esgrimida por la accionada. 

De todos modos, la forma en que ha quedado trabada la litis, el sentido del decisorio cuya casación se pretende, el tenor de los agravios impetrados y la forma de decisión propuesta en la presente sentencia tornan innecesario pronunciarse sobre tal particular tópico. 

8.- Por su parte, y contrariamente a lo alegado por la Provincia, lo dispuesto en el art. 101 inc. 5 de la Constitución de Tucumán tampoco constituye un argumento pertinente en la presente contienda.  

Dicho dispositivo constitucional prescribe la potestad del Ejecutivo de nombrar jueces; no resultando controvertido en el pronunciamiento inferior que, como consecuencia del paralelismo de competencias, corresponde al mismo órgano estatal la aceptación, o no, de la renuncia presentada por un magistrado. 

No pone en duda el inferior que corresponda al Ejecutivo aceptar, o no, la renuncia presentada por un magistrado; de lo contrario, el acto administrativo cuestionado por amparo adolecería del déficit de haber sido dictado fuera de la competencia del Ejecutivo. Y ello no ha sido debatido por el amparista, quien de hecho presentó su renuncia ante dicho departamento estatal.   

Ahora bien, ello no obsta que tal genérica potestad, en el caso concreto de autos, deba ser ejercitada con la debida motivación, atendiendo a lo dispuesto en el art. 15 de la Ley nº 8.199, que es lo que constituye el verdadero thema decidendi de autos y en lo que se sostiene el pensamiento del sentenciante.  

Por tanto, no se advierte que el a quo haya incurrido en contradicción alguna al admitir, por un lado, la competencia del Ejecutivo (proveniente del art. 101 inc. 5 de la Constitución Local) y, por el otro, reconocer los efectos conclusivos que acarrea la renuncia, en los términos del art. 15 de la Ley nº 8.199. 

Desde tal óptica toda la construcción recursiva, tendiente a demostrar que la competencia proveniente del art. 101 inc. 5 constituye argumento suficiente para justificar el acto administrativo de rechazo a la dimisión presentada, deviene carente de entidad para justificar la descalificación del razonamiento del inferior. 

9.- Igualmente irrelevante resulta toda la estructura impugnativa tendiente a demostrar que la renuncia goza de una naturaleza “bilateral”. 

Es que, cabe reiterar, no se encuentra en discusión la naturaleza de la “renuncia”, ni la competencia del Poder Ejecutivo al respecto. 

Si el tribunal inferior le hubiera atribuido naturaleza “unilateral” al acto de renuncia, otro debería haber sido el resultado y el alcance de la decisión adoptada en el decisorio en pugna. 

La forma en que el tribunal inferior resolvió la cuestión impide interpretar que se le haya otorgado a la dimisión, los efectos que el recurrente pretende contradecir en su escrito casatorio. 

Cuestión distinta es el grado de discrecionalidad que el Ejecutivo tiene al emitir el acto administrativo por el que se resuelva la presentación de la renuncia, o los lineamientos jurídicos que deben ser ponderados por el Ejecutivo en el ejercicio de tal competencia; pero no por ello, puede deducirse que el tribunal inferior le haya otorgado naturaleza “unilateral” a la renuncia, como lo proclama el impugnante; razón por la cual los agravios orientados en ese sentido devienen insuficientes para sostener la pretensión impugnativa tentada. Cabe reiterar que la sentencia en embate no le ha asignado carácter unilateral a la renuncia, sino que ha cuestionado la falta de motivación revelada en el ejercicio de la discrecionalidad del Ejecutivo al rechazar una dimisión sin el debido respaldo normativo, más cuando existe una norma expresa (art. 15 de la Ley nº 8.199) con un sentido contrario a lo resuelto por el Gobernador.  

Así las cosas, y más allá de las discusiones que se han presentado en la doctrina acerca de la naturaleza del acto de renuncia, lo cierto es que el tribunal a quo no ha predicado el carácter unilateral de la renuncia, sino que ha entendido que los efectos conclusivos regulados en el art. 15 de la Ley nº 8.199 se producen desde la presentación de la renuncia y no desde su aceptación y que dicha circunstancia debería haber sido objeto de adecuada consideración en la motivación del acto administrativo cuestionado por amparo.  

Dicho en otras palabras, no se ha negado –en el pronunciamiento en controversia- la competencia del Ejecutivo de aceptar, o no, la renuncia; sin perjuicio de que el ejercicio de dicha competencia se halle subordinada a las normas y a los principios que rijan la situación del peticionante. 

10.- Por otro lado, le imputa el recurrente arbitrariedad a la diferencia, marcada por el a quo, entre el sistema local y el ordenamiento nacional de enjuiciamiento político de magistrados. 

En apoyo de su postura, transcribe el impugnante el texto del actual art. 5 del Reglamento Procesal del Jurado de Enjuiciamiento de Magistrados de la Nación (resolución 26/1999 del Jurado de Enjuiciamiento de la Nación, modificada por Resolución nº 05/2007). 

Ciertamente, la Cámara entiende que: “(se) genera una situación particular en los procedimientos de enjuiciamiento de Magistrados, debido a que en la órbita provincial no existe una norma que pueda asimilarse al artículo 9 del Reglamento para la Justicia Nacional, que dispone que los jueces continuarán sujetos a las reglas propias de la función judicial hasta tanto la renuncia no les sea aceptada formalmente por el Poder Ejecutivo Nacional”; siendo a partir de tal razonamiento que el tribunal inferior estima no directamente exportable al presente caso, la doctrina sentada por la Corte Federal en el caso “Lona” (cfr. CSJN, 10/02/2004, "Lona, Ricardo s/ pedido de enjuiciamiento", Fallos: 327:46). 

A partir de tal lógica, es que la Cámara entiende –como ya se anticipara- que, al no presentarse idéntico o análogo el marco legal en que se resuelven estos asuntos en la órbita nacional y en la provincial, las citas que hace la Provincia de antecedentes vinculados a procesos de remociones federales no surge pertinente y, en consecuencia, su indebida invocación como fundamento de la decisión de rechazo tornan al acto administrativo viciado en su elemento causa. 

No se advierte la arbitrariedad que el recurrente le imputa a la tesis seguida por la Cámara. 

Efectivamente la Corte Federal, con una integración formada con subrogancias, en el antecedente “Lona” resolvió que: “La renuncia del juez sometido al Jurado de Enjuiciamiento de Magistrados de la Nación -art. 5°, Reglamento Procesal de dicho cuerpo- no produce por sí sola el cese en el cargo -circunstancia que pondría fin al enjuiciamiento-, pues para tener eficacia debe ser aceptada por el Poder Ejecutivo -sin perjuicio de que tal decisión no pueda demorarse injustificadamente sin violar la Constitución Nacional-, por lo que el enjuiciado, hasta que tenga lugar dicha aceptación, continúa sujeto a las disposiciones que hacen a su cargo -art. 9° bis, Reglamento para la Justicia Nacional-, entre ellas, las inherentes a su sometimiento a juicio político”.

Ante ello, corresponde profundizar en el encuadre normativo que sirvió de base al señalado antecedente de la Corte Federal. 

Por un lado, el art. 5 del Reglamento Procesal del Jurado de Enjuiciamiento de Magistrados de la Nación disponía: "En caso de producirse la renuncia o fallecimiento del magistrado acusado durante la sustanciación del proceso, concluirá el procedimiento y se archivarán las actuaciones" (texto según Resolución nº 26/99 del 22/04/1999); es decir, contenía términos semejantes al art. 15 de la Ley Provincial nº 8.199. 

Por otro lado, el art. 9 bis del Reglamento para la Justicia Nacional establece: "los magistrados presentarán la renuncia a su cargo directamente ante el Poder Ejecutivo, debiendo dar cuenta de dicha presentación -en su caso- a la Corte Suprema, por intermedio de la cámara respectiva. Hasta tanto la renuncia no les sea formalmente aceptada, estarán sujetos a las disposiciones legales y reglamentarias concernientes a la función judicial y, en particular, a las que se refieran a la incompatibilidad con toda actividad política y al desempeño de cargos dependientes de uno de los poderes políticos, salvo los autorizados expresamente por el reglamento".

Ello basta para concluir que, efectivamente como lo ha entendido el tribunal inferior, existen diferencias normativas trascedentes con el ámbito federal que obstaculizan una directa exportación de la doctrina sentada por la Corte Federal en el caso “Lona”, puesto que en el orden provincial no existe una normativa de sentido semejante a lo dispuesto en el art. 9 bis del Reglamento para la Justicia Nacional.

Ciertamente la Corte Federal cimentó su decisión, a partir del particular encuadre normativo de la cuestión en el orden nacional. Esto último es fácilmente apreciable de la propia lectura de ese antecedente federal. 

Así, en el considerando 5 de dicho fallo, el Cimero Tribunal Federal estableció que “el adecuado examen de la cuestión requiere efectuar la puntual exégesis de las dos normas que están en juego en el sub judice, esto es el art. 5° del Reglamento Procesal del Jurado de Enjuiciamiento, y el art. 9 bis del Reglamento para la Justicia Nacional -aprobado por acordada del 17/12/1952”.  

Seguidamente en los considerandos 6 y 7 transcribe respectivamente el texto de las dos normas en disputa.

En el considerando 8 juzgó la Corte Federal: “Que una interpretación meramente semántica de la norma descripta en el considerando 6° (art. 5 del Reglamento Procesal del Jurado de Enjuiciamiento de Magistrados de la Nación, semejante a nuestro artículo 15 de la Ley nº 8.199), llevaría a la conclusión de que el mero acto de renuncia, sin necesidad de su aceptación por el órgano competente, tendría como consecuencia la conclusión del procedimiento” (el paréntesis nos pertenece).

Y agregaba seguidamente la Corte Federal que: “Ahora bien, integrada esa disposición con la del art. 9 bis del Reglamento para la Justicia Nacional, cabría concluir que para que el proceso de enjuiciamiento concluya resulta necesario que la renuncia del magistrado sea aceptada”.

Claro resulta entonces inferir que el juzgamiento de la Corte Federal en el caso “Lona” obedeció al particular encuadre normativo que regía la materia en el ámbito nacional, al momento de emitirse ese pronunciamiento. Es la interpretación armónica de las dos normas antes aludidas, las que determinaron el sentido que reviste el pronunciamiento del Máximo Tribunal Nacional; por lo que, no estando presente una de ellas en la órbita local, dicho criterio jurisprudencial no resulta directamente aplicable a la especie.  

Esto se ve corroborado por la Corte Federal cuando en el considerando 13, del pronunciamiento al que venimos haciendo referencia, expresó: “Esta Corte, mediante la acordada citada, ha delimitado ya el alcance que se dará a la renuncia y a la aceptación, convirtiendo en bilateral aquel acto y en obligatoria la condición de la aceptación. Esta norma es derecho positivo y por tal debe ser aplicada, hasta tanto no operen sobre ella las circunstancias extintivas que el ordenamiento contempla para privarla de sus consecuencias jurídicas”.

De tal consideración puede inferirse que, sin la vigencia del art. 9 bis del Reglamento para la Justicia Nacional, otra podría haber sido la solución de la cuestión en debate. 

Tan es así que en el considerando 14 la Corte Federal explicó: “En el plexo normativo el Reglamento para la Justicia Nacional (art. 9° bis), se integra, no obstante su menor graduación normativa respecto de una ley, con el Reglamento Procesal del Jurado de Enjuiciamiento (art. 5°). De ello queda claro que la renuncia no produce por su sola manifestación, el cese en el cargo, antes bien habrá de complementarse con la aceptación de parte del Poder Ejecutivo. No pueden ser consideradas aisladas una de la otra, pues ambas hacen al ejercicio de la magistratura”.

Por tanto, la exégesis que hizo el Tribunal Nacional se sostuvo esencialmente en las particularidades del derecho positivo aplicables en el orden federal, en aquel momento. Siendo que en el orden provincial, precisamente, no existe disposición legal semejante al mentado art. 9 bis del Reglamento para la Justicia Nacional, la interpretación del tribunal inferior lejos de resultar arbitraria, bien parece haber receptado la inteligencia que subyace en el antecedente “Lona”.  

A partir de allí, el pensamiento impugnativo no puede ser atendido, corroborándose la lógica seguida por el a quo, en el sentido que las referencias a antecedentes nacionales en los que se sostiene el acto administrativo cuestionado por amparo resultan insuficientes para considerar que el mismo se encuentra debidamente motivado. 

A lo dicho cabe agregar que las diferencias normativas, entre el régimen nacional y el provincial, se han acentuado, desde el dictado del pronunciamiento “Lona” por la Corte Federal, hasta la fecha. 

Efectivamente, el texto originario del art. 5 del Reglamento Procesal del Jurado de Enjuiciamiento de Magistrados de la Nación (según resolución 26/1999), cuya redacción era semejante a nuestro art. 15 de la Ley nº 8.199, y que sirvió de base para el dictado del pronunciamiento “Lona”, fue modificado mediante el dictado de la Resolución nº 05/2007. 

Es decir, el texto originario establecía que “en caso de producirse la renuncia del magistrado durante la sustanciación del proceso, concluirá el procedimiento y se archivarán las actuaciones”; a lo que se adicionó con la modificación: “…una vez que aquella haya sido aceptada por el Presidente de la Republica”; reforma ésta que evidentemente obedeció a la necesidad de adecuar el texto del  art. 5 del Reglamento Procesal del Jurado de Enjuiciamiento de Magistrados de la Nación con el ya transcripto artículo 9 bis del Reglamento para la Justicia Nacional. 

Es decir que, en la actualidad, las diferencias legales -existentes entre el sistema provincial y la legislación contenida a nivel nacional- son aún más contundentes que aquellas que ya existían cuando se dictó el pronunciamiento “Lona”. 

Con mayor razón, entonces, resulta acertado el razonamiento sentencial por el que se postula que las referencias a antecedentes (doctrinales y jurisprudenciales) nacionales, en las que se sostiene el acto administrativo cuestionado por amparo, resultan ineficientes para juzgar que la decisión del Ejecutivo se encuentra debidamente fundada. 

Por tanto, cabe concluir que las citas contenidas tanto en el escrito casatorio, cuanto las que sustentan el acto administrativo cuestionado, devienen harto ineficaces para justificar la postura asumida por la demandada, habida cuenta las notorias disimilitudes normativas existentes entre el régimen nacional y el provincial. 

11.-  Por otro lado, el recurrente le imputa arbitrariedad a la interpretación “finalista” efectuada por el tribunal de mérito respecto del texto del art. 15 de la Ley nº 8.199.

La Cámara efectúa, en primer lugar, una interpretación literal del art. 15 de la Ley nº 8.199, que lo lleva a concluir que el término “producida la renuncia” –contenido en dicho dispositivo- favorece “la interpretación que propicia el amparista”; esto es que “a partir de lo que establece el artículo 15 de la Ley 8.199, la presentación de su renuncia genera el automático efecto de clausurar las actuaciones en cuestión”.

Seguidamente se adentra el a quo en un análisis “teleológico” del contenido de dicho dispositivo legal, que lo inclina a juzgar que: “Partiendo de la premisa de que el proceso de enjuiciamiento persigue no ya el castigo de la persona, sino la protección de los intereses públicos contra el peligro por el abuso del poder oficial, descuido del poder o conducta incompatible con la dignidad del cargo …. aparece lógico predicar que el propósito de otorgar a la renuncia de un Magistrado en proceso de enjuiciamiento efecto de clausura de las actuaciones seguidas en su contra, radique en el objetivo final que se persigue, cual es el de sanear la judicatura…”; agregando la sala de grado que: “Más allá de la interpretación literal que emana de la letra de la ley, se concilia de manera adecuada con la finalidad del sistema el hecho de que ante la presentación de la renuncia se produzca la clausura de las actuaciones, pues el objetivo sanador del proceso se cumple con ello, en tanto y en cuanto el juez queda en los hechos al margen de su cargo y sin perjuicio de ocurrir a la justicia en el supuesto de que se considere que existe la comisión de un delito. Es decir, resulta ajustado a la finalidad y al contenido del proceso de remoción, otorgar a la renuncia del acusado el efecto perentorio que prevé el citado artículo 15 de la Ley 8.199 y más precisamente por la salvedad que consagra esa norma”. 

El recurrente se opone a la descripta interpretación formulada por el a quo, puesto que -a criterio de la Provincia- la finalidad de un mecanismo político-jurisdiccional de control de la responsabilidad política de los magistrados judiciales no puede considerarse satisfecha con el efecto cancelatorio de la mera presentación de su renuncia por parte del magistrado acusado. 

Con relación a la finalidad perseguida con el enjuiciamiento político a magistrados, distintas son las opiniones doctrinarias que se han esbozado sobre el particular; aunque mayoritariamente se acepta que el objetivo principal perseguido por el enjuiciamiento político es únicamente remover del cargo al funcionario y no castigarlo (Ver Badeni, Gregorio, “El juicio Político”,  LL 1995-C, 432). 

En esa tesitura, en el Dictamen Fiscal en el caso “Lona” se dijo que: «como lo señaló el propio Jurado de Enjuiciamiento de Magistrados de la Nación, en la causa "Víctor Hermes Brusa s/ pedido de enjuiciamiento", del 30 de marzo de 2000 (publicado en Fallos: 323:JE-30), con cita de González Calderón, el objeto principalísimo del juicio político, tanto en la Constitución norteamericana como en la nuestra, es la separación del magistrado indigno de su puesto (cfr. González Calderón, Juan A. "El Poder Legislativo", Valerio Abeledo editor, Buenos Aires, 1909, p. 289)…. Y, en cuanto a la naturaleza del proceso de remoción, destacó que "se trata de un juicio de responsabilidad política con sujeción a las reglas del debido proceso legal, lo que equivale a decir que en lo sustancial el juicio es político, pero en lo formal se trata de un proceso orientado a administrar justicia, es decir, a dar a cada uno su derecho, sea a la acusación en cuanto le asista el de obtener la remoción del magistrado, sea a éste, en cuanto le asista el de permanecer en sus funciones (cfr. doctrina de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en la causa 'Nicosia', Fallos: 316.2940)" (cons. 3°, p. 33) (énfasis agregado) …. Asimismo, dicho Jurado de Enjuiciamiento precisó que, en el régimen constitucional argentino, el propósito del juicio político no es el castigo del funcionario, sino la mera separación del magistrado para la protección de los intereses públicos contra el riesgo u ofensa, derivados del abuso del poder oficial, descuido del deber o conducta incompatible con la dignidad del cargo. De tal manera que se lo denomina "juicio político" porque no es un juicio penal, sino de responsabilidad, dirigido a aquellos ciudadanos investidos con la alta misión del gobierno, en su más cabal expresión (cons. 5°, p. 34)» (cfr. Dictamen del Procurador General de la Nación en, CSJN “Lona, Ricardo” del 10/02/2004, Fallos 327:46). 

El a quo, siguiendo la descripta tesitura, sostiene que el juicio político es una institución que tiene por fin impedir que un mal funcionario, cualquiera que sea la causa que motiva la falta de idoneidad, permanezca en el cargo (puede verse en ese mismo sentido: Montes de Oca, Manuel A., "Lecciones de derecho constitucional" t. II, p. 223, Buenos Aires, 1903; José Manuel Estrada, "Curso de derecho constitucional", t. III, p. 270, Buenos Aires, 1902; Joaquín V. González, "Manual de la Constitución Argentina", p. 504, 26a. ed., Buenos Aires, 1971; todos ellos citados por Colautti, Carlos E., “El juicio político y la renuncia de los magistrados”, LL 1991-B, 1090). 

Como surge de la doctrina recién citada, lo que se persigue, mediante el enjuiciamiento político, es esencialmente precisar si el magistrado es o no hábil para continuar en el ejercicio de sus funciones, mas no castigar a la persona. Es por ello, que se ha dicho, que el enjuiciamiento político termina o agota su objetivo cuando el funcionario se separa o ya no está en el cargo (cfr. Bidart Campos, "Derecho Constitucional del Poder", t. I, ps. 380/81, Buenos Aires, 1967).

Incluso explica la Dra. Gelli (citada por el demandado) que en éste tipo de controversias se encuentran en tensión dos intereses valiosos del Estado; agregando la citada autora que: “Si la finalidad del enjuiciamiento político es la de separar de la función judicial a los magistrados que la deshonran, cuanto antes esto ocurra mejor resultará para la institución judicial pues, de todos modos, si el renunciante estuviese sospechado de haber cometido delitos podrá ser sometido a la justicia ordinaria. Pero, sin duda, la aceptación de la renuncia interrumpe o clausura el inicio del procedimiento ante el Jurado de Enjuiciamiento y deja a la opinión pública sin conocer acabadamente si las causales invocadas para acusar al magistrado fueron consistentes o no”; opinión esta que resulta demostrativa de la complejidad que reviste la problemática, lo que tampoco ha sido debidamente advertido por el Ejecutivo en la motivación del acto cuestionado. 

Desde tal enfoque, las consideraciones vertidas en el pronunciamiento en pugna, por las que se valora que el objetivo principal perseguido por el enjuiciamiento político es fundamentalmente remover del cargo al funcionario y no castigarlo, responde a calificadas posturas doctrinales, no mereciendo tales conclusiones sentenciales su descalificación. Tampoco se observa infracción jurídica alguna en el pensamiento desplegado por el judicante. 

No escapa a este Máximo Tribunal Local que respetables opiniones doctrinarias –en el orden nacional- se han alzado en contra de la posibilidad de que el Poder Ejecutivo “pueda aceptar” la renuncia presentada por un magistrado sometido a enjuiciamiento político (vgr. Bidart Campos, Germán J, “La renuncia de jueces con enjuiciamiento político en trámite”, LL 2001-B, 1936; Quiroga Lavié, Humberto, “¿Es constitucional que el Presidente de la Nación acepte la renuncia de jueces que se encuentren enjuiciados?, LL 2002-E, 1257). Para esta línea doctrinal, no resulta conveniente que el Poder Ejecutivo “acepte” la dimisión de un magistrado acusado, y hasta se ha cuestionado la validez de la competencia del Poder Ejecutivo para obrar de esa manera. Si bien, esta tesis remarca la necesidad de que el Titular del Ejecutivo “rechace” las renuncias presentadas por magistrados denunciados en procedimientos de enjuiciamiento político, lo hace en la convicción de que el ejercicio de la facultad de “aceptar” la renuncia de un magistrado en tales condiciones podría constituir el ejercicio de una actividad estatal que conlleve una intromisión –por parte del Ejecutivo- en las competencias asignadas a los órganos encargados de llevar adelante el proceso de enjuiciamiento político. 

Así las cosas, y en un entendimiento completo y no parcializado de tales criterios, mal puede la Provincia postular en supuesto apoyo de su postura la recién descripta línea doctrinal; puesto que el recurrente, en ningún momento, se ha agraviado de que la Cámara haya reconocido la genérica potestad del Ejecutivo de aceptar o rechazar la renuncia presentada por un magistrado. Todo lo contrario, en reiterados párrafos de su escrito casatorio, el propio demandado ha fundado su postura en la alegada potestad del Ejecutivo de aceptar, o no, la renuncia presentada por un magistrado, con base en el paralelismo de competencias proveniente del art. 101 inc. 5 de la Constitución Local. 

De hecho, así ha quedado plasmado en el propio decreto en controversia, donde la Provincia expresó que: “Preliminarmente corresponde señalar que conforme lo dispuesto por el Art. 101 inc. 5 de la Constitución Provincial, es facultad del Poder Ejecutivo nombrar, con acuerdo de la Legislatura, a  los jueces. Es por ello que por el paralelismo de las formas (competencia) también resulta resorte del citado órgano del Estado, aceptar o rechazar sus renuncias” (fs. 23); criterio mantenido por la Provincia a lo largo de todas sus presentaciones procesales. 

Las apuntadas circunstancias procesales, la forma en que ha quedado trabada la litis y el contenido del escrito casatorio impiden que esta Corte se expida sobre tal cuestión; aunque no puede dejar de señalarse, aunque más no sea con fines ilustrativos, que las mencionadas posturas autorales, en modo alguno, resultan favorables a la posición asumida por la demandada, en tanto que el pensamiento doctrinal señalado pregona una limitación en la competencia del Ejecutivo, que no solo no ha sido invocada por la Provincia, sino que ha sido expresamente rechazada por ésta, al pregonar repetidamente que resulta potestad del Ejecutivo aceptar o rechazar las renuncias de magistrados; tesitura ésta opuesta al lineamiento doctrinal recién expuesto, por el que se proclama la restricción de la competencia del Ejecutivo. 

12.- Por otro lado, también detalla el recurrente, en supuesto apoyo de su postura, distintas normas de otros regímenes provinciales y refiere especialmente al entonces vigente art. 16 de la Ley nº 6374 de la Provincia de Tucumán. 

Esta última disposición normativa no solo no constituye un argumento favorable a la postura impugnativa, sino que refuerza la interpretación vertida en el decisorio en pugna. 

Veamos: La Ley nº 6.374 (sancionada el 30/06/1992 y derogada por el art. 28 de la Ley nº 8.198 del 06/08/2009), que regulaba el procedimiento de enjuiciamiento político, disponía en su artículo 16 que: “La renuncia del acusado a su cargo sólo podrá formalizarse hasta la oportunidad de efectuar el descargo o contestación del traslado; vencido dicho plazo, toda renuncia que se presentare tendrá suspendido sus efectos hasta la conclusión del proceso y el trámite continuará…”. 

Seguidamente prescribía el art. 17 de la originaria Ley nº 6.374: “Si la renuncia hubiese sido presentada en tiempo y forma se clausurarán las actuaciones iniciales, debiendo la Comisión Permanente de Juicio Político, si estimare que de los términos de la renuncia pudiera surgir la comisión de algún delito, remitir las actuaciones al Poder Judicial para la investigación correspondiente” (el resaltado nos pertenece). 

Este último dispositivo legal fue modificado por el dictado de la Ley nº 7.586 (sancionada el 30/06/2005) que dispuso reemplazar el transcripto artículo 17 de la Ley nº 6.374, por el siguiente texto: “Producida la renuncia del acusado se clausurarán las actuaciones en el estado en que se encuentren. En tal caso, la Comisión de Juicio Político o el tribunal, según la etapa en que la renuncia hubiera ocurrido, deberán remitir las actuaciones al Poder Judicial, si estimaren que de las mismas surge la comisión de un ilícito”. 

Esta última redacción es la que se mantuvo –con algunas modificaciones no significativas para el caso que nos ocupa- en el artículo 16 de la Ley nº 7.977 (sancionada el 20/12/2007) que regulaba el procedimiento de enjuiciamiento de los miembros del Poder Judicial no sometidos a juicio político. Ley ésta última derogada por el art. 27 de la Ley nº 8.199 (sancionada el 06/08/2009 y actualmente vigente) y en cuyo art. 15 se reproduce parcialmente el texto anterior: “Producida la renuncia del acusado se clausurarán las actuaciones en el estado en que se encuentren…”.

Además de lo narrado, resulta dirimente tener presente que, en el Diario de Sesiones de la H. Legislatura de Tucumán del 30/06/1992 (punto 31, orden del día nº 32, Asunto nº 1, página 1354 en adelante), donde se aprobó el texto de la originaria Ley nº 6.374, el Legislador Presidente de la Comisión de Asuntos Constitucionales y miembro informante explicitó, comentando los artículos 16 y 17 ut supra transcriptos luego aprobados, que: “Hay una particularidad innovadora dentro de este proyecto en este punto: conforme lo que prevé el artículo 16, el acusado podrá renunciar a su cargo, y de este modo, neutralizar los efectos del procedimiento de juicio político, sólo hasta la oportunidad de efectuar el descargo o contestación del traslado. Vencido dicho plazo de renuncia, se tendrá por no presentada y el trámite proseguirá conforme lo establecido por la Constitución y lo que prevén las cláusulas de este proyecto. Obviamente, los efectos de la renuncia que están previstos en el artículo 17 son la desactivación y clausura de todas las actuaciones previstas en el juicio político. Esto es muy importante, señor presidente, por cuanto se determina un término absolutamente fijo para que quien fuera acusado pueda evitar las consecuencias del proceso a través del atajo de su renuncia. Luego del descargo, ésta ya no es admisible y el acusado deberá someterse irremediablemente al veredicto definitivo del tribunal de esta honorable Legislatura” (el resaltado nos pertenece).

Lo dicho resulta relevante, puesto que en el texto de la originaria Ley nº 6.374 expresamente se establecía que la “presentación” de la renuncia produciría el efecto de clausurar las actuaciones en el enjuiciamiento político, sin establecerse la necesidad de la consiguiente aceptación a tales fines.  

De la lectura del dispositivo legal referido y de sus antecedentes parlamentarios transcriptos, se desprende con indubitable claridad que el legislador expresamente quiso otorgarle a la “presentación” de la dimisión –aún sin aceptación- la consecuencia jurídica de finalizar el procedimiento de juicio político. 

Tal técnica legislativa descarta, entonces, el razonamiento del recurrente, orientado a demostrar la supuesta irrazonabilidad de la posibilidad que el acusado –por la sola presentación de su renuncia- clausure el enjuiciamiento político. Por cierto que el texto del art. 17 de la Ley nº 6.374 y sus antecedentes parlamentarios corroboran la interpretación que, del texto actual (art. 15 de la Ley nº 8.199), efectúa el tribunal a quo. 

La evolución legislativa y los antecedentes parlamentarios de las reformas suscitadas impiden interpretar que la reforma introducida, al texto originario del art. 17 de la Ley nº 6.374, por la Ley nº 7.586 (cuando incluye el término “producida”), haya perseguido modificar el sentido de la expresión “presentada” utilizada en la norma modificada (Ley nº 6.374 originaria). 

Efectivamente, conforme se desprende del Diario de Sesiones de la H. Legislatura de Tucumán (correspondiente a la modificación de la Ley nº 6.374, dispuesta por Ley nº 7.586; ver p. 2410 en adelante) el Legislador informante explicó lo siguiente, en el tratamiento del tópico que nos ocupa: “Otra norma está vinculada con la facultad del acusado de renunciar en cualquier instancia del proceso. Actualmente, los artículos 16 y 17 de la ley nº 6.374 establecían un plazo tope antes de la contestación del traslado de la demanda para presentar la renuncia, lo cual era sencillamente absurdo, porque la cuestión que se tramita por ante este Cuerpo Legislativo no es la de endilgar ninguna característica delictiva -esto lo hace la Justicia-, sino simplemente la posibilidad de sustraer o no a un funcionario del ejercicio de sus funciones, por lo cual, devenida la denuncia (rectius: renuncia), el juicio se transformaría en abstracto. Sin embargo, ha habido alguna ocasión en alguna contingencia jurídica donde hubo que hacer hasta algún artilugio de creación jurisprudencial por parte del Cuerpo Legislativo, porque se producían renuncias a posteriori del plazo que legalmente, en una especie de corsé absurdo, establecía la ley n° 6.374. Nos parece además que así se atienden inclusive de mejor manera los derechos del acusado, que siempre deben ser absolutamente tenidos en cuenta”.

De la discusión parlamentaria referida no se observa ninguna opinión de la que pueda inferirse que la intención del legislador, al modificar el término “presentada” por “producida”, obedeciera a la finalidad de introducir, como elemento condicionante para los efectos conclusivos del enjuiciamiento político, la “aceptación” de la renuncia. 

Todo lo contrario, de las opiniones vertidas en el recinto legislativo sobre el tópico  se desprende lo contrario a la postura argüida por el recurrente. 

Es decir, la explicita intención del legislador (al sancionar la Ley nº 7.586, modificatoria de la Ley nº 6.374) fue ampliar el plazo para la “presentación” de la renuncia que, en el texto originario de la Ley nº 6.374, se acotaba “hasta la oportunidad de efectuar el descargo o contestación del traslado”  (art. 16). Tan es así que el Legislador informante (cuyo discurso ha sido recién transcripto) tilda de “absurda” dicha limitación temporal y procesal. Lo que, por cierto, coincide con la interpretación “semántica” –del art. 15 de la Ley nº 8.199- explicada en la sentencia en pugna. 

Corrobora esta hermenéutica el hecho que el legislador (en el tratamiento legislativo de la reforma) explicitó que la única finalidad del procedimiento de enjuiciamiento político es concretar la posibilidad de sustraer al funcionario acusado del ejercicio de sus funciones y no castigarlo, por lo que la primera consecuencia se obtendría con la presentación de la renuncia; lo que, en la opinión legislativa transcripta, tornaría abstracto el juicio político. Esto ratifica la hermenéutica “finalista” que, de la norma en actual pugna, ha sido desarrollada en el decisorio en crisis. 

A más de ello, confirma la vertida interpretación, el hecho que la opinión legislativa transcripta destaca que, ampliando el plazo para la presentación de la renuncia, se atendería mejor a los derechos del acusado; conclusión ésta en franca oposición a la tesis propuesta por el recurrente. 

En síntesis, el texto originario del art. 17 de la Ley nº 6.374 y las opiniones legislativas vertidas en la aprobación del mismo y, asimismo, la intención del legislador explicitada en la reforma introducida por la Ley nº 7.586 a dicho dispositivo legal (cuyo texto es el que prácticamente se mantiene en la actualidad) permite corroborar que la hermenéutica que, del art. 15 de la Ley nº 8.199, propone el a quo, en modo alguno puede ser considerada irrazonable. Todo lo contrario, la interpretación semántica y teleológica formulada por la Cámara coincide plenamente con los textos legislativos aludidos en el presente ítem.  

13.- Continuando con el examen de los agravios introducidos por el recurrente, tampoco resulta suficiente para justificar la supuesta motivación del acto administrativo en disputa, el hecho que el art. 130 de la Constitución Provincial mencione la posibilidad de que la decisión del Jurado de Enjuiciamiento pueda incluir, a más de la destitución, la inhabilitación para ejercer cargos públicos.   

En primer lugar, no han sido objeto de controversia, las eventuales facultades del Jurado de Enjuiciamiento de proseguir el trámite para inhabilitar el ejercicio de nuevos cargos públicos. De hecho algunos autores han admitido que la renuncia del magistrado acusado no inhibe al organismo competente de dictar el fallo, porque si bien éste no puede destituir al funcionario que ya renunció, sí puede incapacitarlo para retornar a la función pública. 

Así, Vanossi, al analizar la finalidad del juicio político, entiende que: “No hay una pena principal, que es la destitución, y una accesoria, que puede ser la inhabilitación, porque ambas son penas principales en cuanto las dos procuran, en definitiva, evitar reiteraciones de situaciones y posibilidades de un nuevo deterioro. La segregación, que es el efecto pretendidamente principal -apartamiento del cargo- puede haberse obtenido por otra vía ajena a la condena..., como serían los casos de renuncia...Es evidente entonces, que la inhabilitación está unida a la pena segregativa en una relación que no es principal a accesoria, sino que ambas hacen por igual a la finalidad que el mecanismo constitucional quiere asegurar: evitar la repetición de situaciones que, de otra manera, podrían quedar fácilmente reiteradas sin que existiera un mecanismo idóneo” (cfr. Vanossi, Jorge Reinaldo: "La posibilidad constitucional del juicio político a los ex funcionarios", en JA 1985-III-766). 

Más allá de la aceptación, o no, que pueda merecer el criterio doctrinal expuesto; lo cierto es que ello resulta demostrativo de la inconsistencia del argumento impugnativo, por el que se pretende controvertir el razonamiento del a quo, con base en la “inhabilitación” a la que se hace referencia en el art. 130 de la Constitución Local.  

De todos modos, cabe reiterar, que no constituye dicho tópico cuestión sobre la que corresponda que se expida este Máximo tribunal, habida cuenta que ello no constituye materia en debate, atento los términos en que quedó trabada la litis. 

Lo que sí resulta pertinente expresar es que el texto del art. 130 de la Constitución de Tucumán, en nada obsta la interpretación esbozada en el fallo en pugna ni constituye una motivación válida para pretender justificar el acto administrativo controvertido. Sin perjuicio de ello, no puede dejar de señalarse las dudas que genera, a la luz de los arts. 5 y 24 de la Constitución Provincial, la aceptación lisa y llana de la pena de inhabilitación consagrada en el art. 130 de la Constitución Provincial frente a otros sistemas, como el previsto en el art. 115 de la Constitución Nacional, que únicamente contemplan -como consecuencia del enjuiciamiento político- la separación del cargo, sin ninguna otra sanción accesoria.

De todos modos, lo cierto es que la atenta lectura del Decreto nº 1.367/1 (FE) permite descartar que lo dispuesto en el art. 130 de la Constitución Provincial haya configurado motivación del rechazo de la renuncia del magistrado; ya que, en el controvertido acto administrativo, ni siquiera ha sido mencionado que la decisión finalmente adoptada por el Ejecutivo haya respondido a la regulación contenida en el dispositivo constitucional aludido; lo que descarta de plano el argumento impugnativo sub examen. 

14.- El último agravio del recurrente se ha orientado a imputar de arbitraria la interpretación que, del art. 15 de la Ley nº 8.199, ha estructurado el a quo. 

Al respecto, cabe reiterar que los fundamentos impugnativos vertidos en contra de la interpretación sentencial, sostenidos en opiniones doctrinarias que responden a un sistema –como lo es el nacional- con un complejo normativo disímil al que nos ocupa, no constituyen argumentos suficientes para justificar la descalificación del razonamiento sentencial. 

Tampoco el precedente “Herrera Molina” de la Sala II de la Cámara en lo Contencioso Administrativo, citado por el recurrente, abona la postura reclamada por éste último. 

La Sala II de la Cámara en lo Contencioso Administrativo, en aquella oportunidad, esencialmente sostuvo que: “Más allá de cual sea la interpretación jurídico-material que sobre la producción de la renuncia pudiera corresponder, alcanza decir aquí que la sola vigencia formal del efecto cancelatorio del art. 15 de la ley 8.198 en el derecho público provincial, reclama desde el vamos una amplitud de motivación suficiente para sustentar racionalmente la posibilidad de rechazo de la renuncia presentada para acogerse a los beneficios jubilatorios, antes de ratificarse y resolverse orgánicamente un pedido de formación de Jurado de Enjuiciamiento, para llegar a hacerlo en forma acorde al ordenamiento jurídico provincial y en concordancia equilibrada con las vigas maestras del derecho constitucional federal y del derecho internacional de los derechos humanos”. 

Al respecto, cabe concluir contundentemente que en ningún párrafo de la sentencia recaída en el caso “Herrera Molina” -de la Sala II de la Cámara en lo Contencioso Administrativo- se arribó a conclusión alguna que constituya soporte de la actual pretensión impugnativa introducida por la Provincia.  

A igual conclusión cabe arribar respecto del fallo de esta Corte, en el caso “Herrera Molina” antes citado (CSJTuc., sentencia nº 571 del 12/08/2013, “Herrera Molina, Emilio Andrés vs. Provincia de Tucumán s/Acción de amparo), donde refiriéndose a las consideraciones sentenciales vertidas en el pronunciamiento que era objeto de casación en aquella oportunidad, se dijo: “Los fundamentos sentenciales revelan su real sentido de explicitar que la eventual atribución competencial del Poder Ejecutivo se encontraría sujeta a lo prescripto en el artículo 5 de la Constitución de Tucumán”. 

En aquella oportunidad esta Corte también sostuvo que: “resulta claro que la Cámara está haciendo referencia a la genérica potestad del Ejecutivo de aceptar las renuncias presentadas por los magistrados en el marco de la iniciación del procedimiento jubilatorio, sin que pueda interpretarse que ello es necesariamente extensible a la peculiar situación de autos…”. 

Asimismo, en dicho antecedente esta Corte explicó que: «pone de resalto el decisorio en conflicto que no existe en Tucumán una norma expresa semejante a la establecida en el párrafo final del art. 9 bis del Reglamento para la Justicia Nacional, que dispone que los magistrados continuarán sujetos a las reglas concernientes a la función judicial “hasta tanto la renuncia no les sea formalmente aceptada” por el Poder Ejecutivo (CSJN, acordada del 29/12/62), sino tan sólo una norma de aparente sentido opuesto establecida en el art. 15 de la Ley nº 8.199 que adjudica a la “producción de la renuncia” un efecto inmediato de clausura de las actuaciones del enjuiciamiento político “en el estado en que se encuentren”».

Por tanto, a tenor de lo juzgado en las sentencias aludidas, a las que brevitis causa cabe remitir, no se logra comprender cómo lo resuelto en la causa “Herrera Molina” (tanto en la Cámara como en la Corte) pueda resultar favorable a la actual tesis propuesta por el impugnante; lo que desde ya se descarta. 

15.- Finalmente, cabe indicar que el juicio de admisibilidad efectuado en el presente torna innecesario el tratamiento de los argumentos impugnativos tendientes a demostrar la existencia de gravedad institucional. Sin perjuicio de lo cual, cabe reiterar lo dicho en el reciente caso “Herrera Molina” (CSJTuc., sentencia nº 571 del 12/08/2013, “Herrera Molina, Emilio Andrés vs. Provincia de Tucumán s/Acción de amparo), en el que se recordó que esta Corte -al analizar la cuestión de competencia planteada originariamente en ese proceso (cfr. CSJTuc, sentencia 34 del 27/02/2013)- rechazó que la temática revista naturaleza político institucional. En oportunidad de resolver aquella cuestión de competencia suscitada, este Máximo Tribunal sostuvo que no todo lo que, en definitiva, repercuta o guarde vinculación con la organización de uno de los tres departamentos supremos del estado provincial reviste naturaleza político institucional. De lo contrario, todo lo relativo a los regímenes de licencias o jubilatorio de los jueces participaría de dicha naturaleza, lo cual es impensable.

16.- No resultando procedente ninguno de los argumentos esgrimidos por el recurrente se impone el rechazo de la vía impugnativa incoada. 

A mayor abundamiento, no puede dejar de señalarse que la solución propuesta por el inferior es la que mejor se adecua a la garantía de los trascendentes derechos que se encuentran en disputa.  

Decimos esto porque la renuncia invocada por el amparista para acceder a los beneficios previsionales, a más de constituir per se un derecho que amerita su protección, como se ha subrayado ut supra; en rigor, también involucra otros intereses igualmente valiosos para el ordenamiento jurídico. 

Así la solución jurisdiccional adoptada, en definitiva, implica proteger no solo el derecho a la jubilación, sino también la presunción de inocencia y la “libertad” de la persona para decidir cuándo puede acceder a los beneficios de la seguridad social y, asimismo, la “dignidad” que ello representa. Libertad y dignidad que podrían verse seriamente comprometidas si se exigiere a una persona, que ha cumplido los requisitos legales fijados a los fines de acceder al régimen jubilatorio, que continúe prestando servicios en contra de su voluntad. No altera esa conclusión el hecho que se trate de una renuncia “condicionada”. 

De más está decir, que esa libertad y dignidad constituyen derechos fundamentales que merecen la más amplia protección por parte de todos los departamentos del Estado. Así se ha dicho que la dignidad inherente a todo ser humano en cuanto persona es la base de todos los derechos: de los derechos fundamentales y de todos los demás derechos derivados (Bidart Campos, “Tratado Elemental de Derecho Constitucional Argentino”, tomo I-B, pág. 284).

Esta fuente de la cual derivan todos los derechos está consagrada como un principio y un derecho fundamental en el Derecho Internacional de los Derechos Humanos. Así, el Pacto de San José de Costa Rica establece que “toda persona tiene derecho al reconocimiento de su dignidad” (artículo 11) y que “toda persona (...) será tratada con el respeto debido a la dignidad inherente al ser humano” y “nadie debe ser sometido a (...) tratos crueles, inhumanos o degradantes (artículo 5.2); pudiendo la situación del amparista quedar subsumida en ésta última hipótesis. 

En el orden local, la Constitución de la Provincia prescribe que “toda autoridad pública tiene la obligación de respetar, hacer respetar y proteger la dignidad de la persona” (artículo 5, Constitución de Tucumán).

De un modo u otro, todos los derechos humanos están relacionados con la dignidad de la persona que constituye algo así como el principio general básico de todo el derecho, el cual informa el contenido del ordenamiento y resulta un valor jurídico exigible (Cassagne, Juan Carlos, “Proyección de los principios generales al acto administrativo”, en LL 18/06/2012, 1).

El valor jurídico básico de la dignidad humana ocupa un lugar central en el derecho público, siendo un principio constitucional que se proyecta a todos los ámbitos del derecho y del cual el derecho administrativo no es una excepción. Así el régimen exorbitante del derecho administrativo y las potestades discrecionales del Estado encuentran una suerte de límite, a partir de las garantías que vienen dadas por aquellos derechos que revisten la naturaleza de “derechos humanos” o “fundamentales”. En ese contexto, en la emisión de un acto administrativo donde puedan verse socavadas garantías de la naturaleza de las evidenciadas, deben extremarse los esfuerzos para justificar esa actividad estatal. 

En el caso concreto de autos, atento que se encontraban en disputa fundamentales derechos del amparista, la motivación del acto administrativo de rechazo de la renuncia del magistrado le imponía al Ejecutivo un máximo empeño para motivar de la forma más adecuada las razones en las que se sustentaba tal decisión denegatoria. 

Ante ese escenario, siendo que en autos se encontraban en disputa derechos que gozan de protección constitucional y que se insertan en el denominado derecho internacional de los derechos humanos, y aun cuando no puede descartarse la complejidad de la cuestión en debate, la decisión debe ser guiada por la aplicación del principio “pro homine” e “in dubio pro libertate”; reglas éstas que imponen que la aplicación e interpretación de las normas (y de los actos administrativos) deben orientarse hacia la solución que proteja en mayor medida a la persona (caso "Madorrán" de la CSJN, Fallos 330:1989, considerando 8°, LL, 2007-C, 258). 

Así las cosas, la particular situación del amparista, debió haber sido objeto de la más explícita motivación, para que no se vea menoscabada su dignidad, atributo inherente a toda persona, además de centro sobre el que gira la organización de los derechos fundamentales de nuestro orden constitucional (Fallos: 314:424, 441/442, considerando 8°; "Aquino" -LA LEY, 2005-A, 16- cit., ps. 3777/3778).

Es que, en tanto el acto administrativo importa una limitación o restricción al goce y ejercicio del derecho del amparista de acceder a la jubilación, la problematicidad de la cuestión impone que la misma sea despejada, de conformidad a los principios antes enunciados, que tienen en miras "preservar la dignidad, asegurar los derechos fundamentales y alentar el desarrollo de los seres humanos" (CIDH, “Caso Comunidad Mayagma –Sumo- Awas Tingni c. Nicaragua”, de fecha 31/08/2001, LL, 2003-C, 290, voto concurrente del juez García Ramírez -párrafo 2-).  

VI. En virtud de todo lo expuesto, y de conformidad con lo dictaminado por el Ministerio Fiscal (fs. 226 a 230), esta Corte entiende que corresponde rechazar el recurso de casación interpuesto por la parte demandada. 

El criterio y la forma en que se decide torna insustancial el tratamiento de las restantes alegaciones irrelevantes para modificar la solución adoptada. 

Las costas se imponen a la recurrente, por el hecho objetivo de la derrota (art. 105 primera parte del CPCCT).

El señor vocal doctor  Carlos E.  Giovanniello, dijo:

Estando de acuerdo con los fundamentos dados por el señor vocal doctor Antonio Gandur, vota en idéntico sentido.

La señora vocal doctora  Ebe Lopez, Piossek, dijo:

Estando conforme con los fundamentos dados por el señor vocal doctor Antonio Gandur, vota en igual sentido.

Y VISTO: El resultado del precedente acuerdo, la Excma. Corte Suprema de Justicia, por intermedio de su Sala en lo Laboral y Contencioso Administrativo, 

R E S U E L V E :

I.- NO HACER LUGAR el recurso de casación interpuesto por la parte demandada (fs. 149 a 186) en contra de la sentencia nº 537 de fecha 02 de Julio de 2013 dictada por la Sala I de la Excma. Cámara Contencioso Administrativa (fs. 139 a 147). 

II.- COSTAS de la presente instancia como se consideran.

III.- RESERVAR pronunciamiento sobre regulación de honorarios para su oportunidad.

 HAGASE SABER.-

ANTONIO GANDUR

CARLOS E. GIOVANNIELLO                                        EBE LOPEZ PIOSSEK

ANTE MÍ: 



CLAUDIA MARÍA FORTÉ

MEG
